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l. 

lNTFODUCCION 

El. anál.isis de l.os ideal.es agrarios que presenta 1a Re­
vol.uci6n Mexicana y l.a evo1uci6n de l.os rn:i.smos a través de -
nuestra historia, han estab1ecido una necesidad insos1ayab1e -
para destruir 1as numerosas :f'uerzas que obstacu1izan y se opo­
nen a 1a transformación social. en e1 campo. Esta transforma- -
ci6n social. ha venido convirtiendo poco a poco a1 ca.rrpesino de 
nuestro país de pe6n a jornal.ero, y quizá ya en agricu1tor que 
cuenta con un patrimonio particu1ar y a1 mismo tiempo dotándo-
1o de capacidad inte1ectual. para constituir una organizaci6n -
social. más eficaz que l.e permita vivir con decoro, desahogo -­
econ6mico, l.ibertad, etc. 

Así, estos avances pensamos que imponen a1 país como un 
imperativo e1 de integrar y fortal.ecer p1enamente l.a nacional.i 
dad mexicana, de un modo constante y sistematizado para defen= 
der, unificar y vigorizar por 1o tanto l.a base campesina de 1a 
cual. se nutre; tan es así que e1 gobierno ha contraído como -­
ob1igaci6n fundamental. l.a de enfocar todo su interés y partici 
pación en afinar 1as l.eyes, e1cvándo1as a1 rango constituci~ 
na1 si es necesario, y reg1amentar1as y encaminarlas a 1ograr­
cada vez más una protección efectiva de l.os legítimos derechos 
agrarios ,-~e 1a pob1ación campesina, ya que 1os productos y be­

neficios de 1as tierras, bosques, aguas y demás bienes que 1a­
Revo1uci6n ha entregado a1 campesino, no deben ser s61o para -
provecho de unos cuantos especul.adorcs y de pequefias minoria.s­
pudientes que abusan en ú1tima L"'lstancia de 1a débil. condición 
social. e inte1ectua1 de1 hombre de1 canpo. 

Debe forta1ecersc e1 gran esfuerzo que 1a naci6n hizo a 
través de sacrificios de generaciones pasadas para fincar una­
economía que en un pasado no muy remoto era aún raquítica, pre 
cisamente por 1a etapa de transición que se su.frie a través de 
l.a numerosa el.ase económicamente débil.. 
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La reforma' agraria depende de 1ograr su p1ena madurez -
en 1a medida en que se consumen y se ponga en práctica sus ú1-
timas consecuencias, de mantener vigentes 1os idea1es que mo-­
vieron a1 pueb1o con una idea inf1exib1e de rectitud como 1ega 
do para sus hijos de un campo más amp1io 7 más conso1idado 7 do~ 
de para sus hijos de un campo más amp1io, más conso1idado, ·do~ 
de no se deformen o nu1iíiquen 1as instituciones que se crea-= 
ron a través de1 movimiento revo1ucionario de 1910 que como es 
sabido, favorecen a 1a pob1aci6n campesina contribuyendo a1 de 
sarro11o genera1 de1 país. 

De ahí ha nacido 1a imperiosa necesidad de reestructura 
ci6n de 1a 1egis1aci6n agraria para proteger y mantener con -­
p1ena vigencia conforme a 1a época en que vivimos, 1a organiza 
ci6n en e1 campo, de 1os ejidos, de 1a pequeña propiedad, re-= 
g1amentando mas eficazmente con una idea de agi1idad, e1 patr!, 
monio de 1os ejidos. 

----~-- ---- \. 
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CAPITULO PRIMERO 

ANTECEDENTES DE LA PROPIEDAD AGRARIA EN MEXICO. 

A) Etapa preco1onia1 
a) E1 ca1pu11i y su estructura. 

B) Epoca co1onia1 
a) Las mercedes rea1es. 
b) Encom:i.end as • 
e) Los mayorazgos y vincu1aciones. 

C) La propiedad eomuna1 
a) Ejido. 
b) Fundo 1ega1. 
c) Tierras de común repartimiento. 
d) Propios. 

D) Independencia 

E) Motivos y consecuencias de 1a dcsamort:izaci6n de 1os bienes 
ec1esiásticos. 
a) Econ6micos. 
b) Socia1es. 
c) :Jurídicos. 

f) Aná1isis de 1a Ley de1 6 de enero de 1915, y otras Leyes: 
a) Ley de 28 de diciembre de 1920. 
b) Ley de1 Patrimonio Parce1ario Ejida1. 
c) Ley de Dotaciones y Restituciones de Tierras y Aguas de 

23 de abri1 de 1927. 

G) C6digos Agrarios de 1934, de 1940, de 1942. 
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En el más remoto pasado hist6rico de nuestro país encon 
tramos dentro de 1-a organizaci6n po1ítica, econ6mica y social= 
de los aztecas, c1 calpu11i. Esta instituci6n es considerada -
sin base :firme como un antecedente de lo que constituye e1 ej~ 
do actual. 

En el régimen agrario de 1-os aztecas existían 1-as tie-­
rras asignadas a 1-os gobernantes y a 1-os nob1es, 1-as que co- -
rrespondían a1 cu1to religioso y 1-as tierras asignadas a 1-os -
guerreros, así como las pertenecientes a 1-os núc1eos de pobla­
ci6n. Estas ú1timas tierras constituyeron e1 asiento territo-­
ria1 de los e1ementos básicos de 1-a mencionada organizaci6n -­
de1 calpu11i, instituci6n fundamenta1 en 1-a unidad po1ítica, -
econ6mica y social_ de la vida azteca. 

El ca1pul1i estaba formado en sus orígenes por una fami 
lia numerosa o varias familias fundadoras que participaban d~ 
creencias re1igiosas comunes, y se adscribián a1 amparo de dio 
ses también comunes. El mencionado núc1eo participaba también= 
de intereses materiales colectivos y como e1 medio principal -
de vida era 1-a agricu1tura, ocupaba determinadas extensiones -
de tierra reconocidas por 1-a tradición y por e1 Estado, confor 
me a un orden jurídico consuetudinario. (1) 

El sistema del calpu11i se fundaba en el principio de -
1-a unidad de1 gobierno y de 1-as creencias re1igiosas arraiga-­
das y materia1izadas en la apropiación de una superficie de te 
rreno, o de un territorio determinado para destinar1o a habit;:' 
ci6n y cu1tivo con un régimen de tenencia co1cctivo para fine"; 
generales e individua1es para 1-as parce1as agríco1as. Por eso-­
se dice que 1a mayor parte de tierra cu1tivab1e en esa época -
se encontraba ocupada por los ca1pu11i, no existiendo tierras­
ba1días en e1 a1tip1ano. 

(1) Romero Vargas, Ignacio.- Organizaci6n Po1ítica de 1os Pue­
blos de Anáhuac. 
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La organización del cal.pulli poseía sus propias autori­
dades y se regía por sus costumbres y tradiciones particul.a- -
res, gozando además el. núcl.eo de pob1ación de autonomía en su­
vida interna, especial.mente en el. aspecto rel.igioso. 

Dentro del. cal.puil.i existieron dos grandes grupos socia 
1-es que estaban integrados por 1-os miembros de 1-inaje a.ntiguO-::: 
que descendían de l.as famil.ias fundadoras del. pobl.ado, el. pri­
mer grupo la constituían los "pi11i", y el. segundo grupo •esta­
ba integrado por 1-os hombres del. puebl.o, o sea los "macehua- -
les" que estaban dedicados al. trabajo personal. y por los "hue­
huepi11i", quienes residían en el puebl.o y se 1.es asignaba pro 
visionalmente una superficie de terreno para el. trabajo. (2) -

Los integrantes del. primer grupo, o sea 1.os "pi11i", -­
eran l.os que propiamente poseían y administraban 1a tierra y ~ 

tenían en sus manos el control económico y la organización p0:-
1ítica del cal.pulli. Esto ~o quiere decir que dentro del. régi­
men jurídico y social de 1os aztecas existiera una tajante di­
visión de el.ases entre expl.otadores y cxpl.otados como se po- -· 

dría pensar, ya que cada miembro del. calpulli estaba considera 
do en función del papel que descmpcfiaba en ia vida co1ectiva y 
estaba obligado a desarro11ar tareas específicas en atención a· 
l.a posici6n social. a 1-a que pertenecía, además de prestar di-­
versos servicios por lo que recibía en cambio otros beneficios 
que le brindaba la comunidad organizada. Quien cumpl.ía con es­
tas obligaciones, recibía una consideración especial muy sign~ 
ficativa en 1-a vida social. azteca. (3) 

Los el.evadas principios sociales que se mencionan en el. 
párrafo anterior, deberían según nuestra opinión, tener pl.ena­
vigencia en 1-a sociedad mexicana contemporánea, pues si se con 
sidera la importancia económaca y socia1 por ejemp1o del ejid'(; 

(2) Romero Vargas, Ignacio.- Obra citada. 

(3) Romero Vargas, Ignacio.- Obra citada. Págs. 123 y 12.4. 



6 

actual podría aí'i~arse que, si su organizaci6n no es como 1a­
de1 ca1pu11i azteca sí integra una de las bases fundamenta1es­
de la estructura política y social de la nación mexicana. 

El régimen de los bienes entre los aztecas conforme a -
su derecho consuetudinario como ya 10 vimos anteriormente, se­
integraba por una serie de elementos religiosos, políticos, 
etc., y se orientaba a la existencia de relaciones co1ectivas­
e individuales dentro de la comunidad. Los bienes del ca1pu11i 
se encontraban regidos por un sistema de asignaciones de tie-­
rras y de servicios comunales. El patrimonio del. mismo estaba­
constituído por el. templo, el. al.macen general y otras instala­
ciones colectivas, las tierras, aguas y bosques que se encon-­
traban ocupadas y explotadas por el núcleo de pob1aci6n esta-­
b1ecido en un territorio determinado y vinculado por 1a tradi­
ción y por las creencias religiosas. El. régimen de dichos bie­
nes obedecía fundamentalmente a una concepci6n de carácter so­
cial., y específicamente el régimen agrario se encontraba en -­
primer 1ugar dentro de esta tendencia, prevaleciendo 1os inte­
reses colectivos sobre 1os indi,·idua1cs. El. sistema de reparto 
constituía el. origen de los derechos individual.es sobre 1a tie 
rra entre los miembros del. ca1pu11i. 

Todo miembro reconocido en el. ca1pu11i tenía derecho a­
una parcela de cultivo que obtenía por sorteo, asignaci6n y de 
cisión de 1a asamblea de representantes del. ca1pu11i, y con 1-; 
imposici6n de algunas obligaciones que determinaban una fun- -
ci6n social. Si 1a parcela por ejemplo no era cultivada por su 
titular durante dos años consecutivos sin causa justificada, -
se consideraba vacante el. derecho sobre la misma y se verifica 
ba un nuevo sorteo y adjudicación por 1as autoridades del. pue:: 
b1o, a otro miembro del. ca1pu11i. La maestra Martha Chávez nos 
dice que el "ca1pu11i" fue una especie de pequeña propiedad --
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que tenía una funci6n socia1 que cump1ir. (4) 

Además de 1as parce1as :individua1es, en e1 ca1pu11i - -
existían tierras propias de1 núc1eo de pob1aci6n con sus co- -
rrespondientes aguas y bosques; dichos bienes eran trabajados­
co1ectivamente de acuerdo con formas estab1ecidas por 1a tradi 
ci6n 1oca1 y por decisiones de la autoridad de1 poblado. Los -
productos de estas tierras se asignaban a 1a satisfacci6n de 
necesidades co1ectivas, una parte por ejemplo se reservaba a 
1os ~ermos y ancianos. Los frutos de las tierras comuna1es 
del ca1pul1i se recogían y se depositaban en un almacén común­
denominado "petlacalco", e1 cual se encontraba a cargo de un -
funcionario que 11evaba un control de entradas y sa1idas y se~ 

auxi1iaba con emp1eados para recabar los impuestos loca1es. 

El gobierno de1 ca1pul1i obedecía a un complejo siste-­
ma, pues sus miembros actuaban po1íticamente a través de comi­
siones designadas y contro1adas por la asamblea de1 pueb1o re­
presentada regularmente por un consejo de ancianos, presididos 
por un jefe civi1 a1 1ado del cua1 funcionaba también un jefe­
mili tar. E1 jefe civil era nombrado por e1ecci6n en asamb1ea y 

a é1 correspondía todo lo relativo a la tenencia de la tierra­
en e1 pob1ado. El propio funcionario era el encargado de super 
visar la distribuci6n de 1as tierras y representar al poblad0:: 
en 1a defensa de sus intereses agrarios, así mismo decidía en­
pri.mera instancia las controversias de los miembros de1 calpu-
11i en lo referente a la posesión y cu1tivo de las parce1as. 

Conforme al sistema jurídico consuetudinario azteca, el 
poder funda.mental en el calpu11i residió en la asamblea de sus 
miembros. Esta se integraba con los varones del linaje antiguo 
o sean los "pi11i", residentes en e1 pobl.ado y se reunía ordi­
nariamente para hacer el nombramiento de juegos locales y mie~ 

(4) El Derecho Agr~rio en MéXico.- 1'.'lartha Chávcz P. de Veláz-­
quez. 
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bros del "consejo ordinario". En situaciones graves como gue-­
rras, epidemias o hambre se convocaba a reuni6n extraordinaria 
así como cuando se trataba de la destitución o muerte de algún 
jefe o funcionario principal. 

El consejo designado por la asamblea del ca1pu11i se in 
tegraba por los principales jefes de grupo, llamados "ancia- -
nos", "prudentes" o "indios cabezas" y de ellos dependía consi 
derablemente la elección de los funcionarios civil y militar,= 
así como la asignación de parcelas de cultivo, la calificación 
de los tributos y la administración general del ca1pu11i. 

El concepto de poder público en el orden jurídico azte­
ca, se encontraba condicionado por un profundo sentido religio 
so y un decisivo y el.evado principio de ser\'icio a 1a comuni...:::. 
dad. La función púb1ica más que un privilegio constituía una -
honrosa obligación derivada de la e1ección popular en asamblea 
general de 1os miembros de1 ca1pu11i. E1 poder no implicaba un 
derecho absoluto de quien 1o ejercía. Las obligaciones corres­
pondientes más que una re1aci6n jurídica se consideraban como­
algo sagrado y su incump1imiento era severamente sancionado. 
En efecto, 1a indignidad en e1 desempeño de uno de 1os referi­
dos cargos se castigaba con 1a pena de muerte y con la pros­
cripción social., es decir con l.a ignominia y e1 desprecio de -
1os de~ás miembros de 1a comunidad. (S) 

En estos principios radicaba 1a fuerza moral y material 
de 1o que 11egó a constituir aa nación azteca•. 

A 1a conquista de 1a Nueva España, la propiedad territo 
ria1 se dividió en propiedad individual. y propiedad comunal., -
sin o1vidar las instituciones intermedias. 

La primera se constituía por medio de las mercedes rea­
les, y las imp1antó Hernán Cortes en México durante 1a conqui.=. 

(5) Romero Vargas, Ignacio.- Obra citada. Págs. 182 y 183. 
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ta. Eran los repartos de tierras que se hicieron a los conquis 
tadores, en pago de sus servicios y conforme al grado milita~ 
que poseíán, estimulando al mismo tiempo la colonizaci6n de es 
tos extensísimos repartos. 

Así tenemos que las tierras repartidas sujetas a apro-­
piación particular, pod:ían ser de un soldado de infantería por 
ejemplo, al cual se le otorgaba una peor.ía de trigo o de ceba­
da y diez de maíz. A un soldado de caballería se le otorgaba -
una extensión de terreno que .se aproximaba a cuarenta y dos -­
héctareas, .setenta y nueve áreas, cincuenta y tres centiáreas, 
a dicha propiedad se le conocía con el nombre de caballería. -
Pero la mayor extensión de terreno .se le otorgaba a los .solda­
dos de más alto rango o grado militar y que se hubieran distin 
guido et~ la conquista, como es el caso de Hernán Cortés que aT 
concedersele el título de Marqués del Valle de Oaxaca se le -­
otorgaron enormes extensiones de tierra. Estas extensiones te­
rritoriales poseídas por Hernán Cortl!s abarcaron desde las vi­
llas de Oaxaca hasta Coyoacán, incluyendo Toluca y Cuernavaca. 
(6) 

Las encomiendas íueron otra íorma de propiedad particu­
lar y tenían por objeto el otorgamiento de tierras que incluía 
a 1os índigenas que las habitaban, los cuales íueron conocidos 
como encomendados ·y a los mismos se 1cs debía instruir para -­

que proíesaran la íé católica, obligación que desde luego se -
les imponía a los encomenderos. Dentro de esta f"igura se pre-­
sentó una situación de esclavitud en contra de los indígenas,­
ya que los encomenderos se dedicaron a explotar a los menciona 
dos indígenas y por supuesto los encomenderos no acataron las":: 
disposiciones de los monarcas espafiolcs. 

Es en las Bulas Alejandria.s de 14~3 en donde encont:ra-­

(6) Ricord Humbcrto E.- Introducción Jurídica a 1a Reforma - -

Agraria ~~xica.na. 1972-
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mos e1 origen de 1a propiedad en 1a Nueva Espafia y de 1as ne--
fastas 
26 de 

encomiendas;· estas íucron proscritas por Rea1 Cédu1a de 
junio de 1726, pero ante la imposibilidad de hacer eícc-

tiva dicha prohibici6n se reglamentaron con menos rigor a fin­
de que se diera a los naturales de la Nueva España un trato -­
más humanitario. Fray Bartolomé de las Casas ante las cortes -
espafiolas tom6 la defensa del aborigen de América protestando­
reiteradamcnte en contra de los abusos que cometían los enco-­
menderos, y en virtud de la ex-posición de sus famosos veinte 
argumentos ante las juntas de Va11adolid y Barcelona en 1542 -
se dictan Leyes Nuevas en las cuales se intenta suprimir la en 
comienda substituyéndo1a por el sistema de empadronamiento, t~ 
saci6n y tributaci6n general de los indígenas en íavor de 1a -
Corona. 

Los mayorazgos y vinculaciones derivan de1 Derecho Espa 
ño1, y eran instituciones que tenían por objeto 1a conserva- = 
ci6n de 1a propiedad en manos de una so1a íamilia a fin de con 
servar su unidad y la fuerza de1 linaje, transmitiéndose dich-;' 
propiedad genera1mente al primogénito; éstas instituciones -
traían como consecuencia la sustracci6n de la propiedad a 1a -
circu1aci6n dando origen a los bienes de manos muertas. 

La propiedad comunal o de carácter colectivo que se -­
otorg6 a los pueblos, estaba integrada por e1 ejido que eran -
1as tierras que se encontraban a la salida de' un poblado y que 
no se plantan ni se siembran, y que es común a todos los veci­
nos; el ejido estaba destinado generalmente para que pastara -
el ganado de los naturales, a fin ele que no se revo1viera con­
el de los españoles. 

El fundo 1ega1 que también integraba la propiedad comu­
nal o colectiva, eran las tierras sobre las cuales se levanta­
ban 1as casas del pueblo, tenían una extensi6n de quinientas -
varas aproximadamente, 1as cuales deberían ser contadas desde-
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1os ú1timos 1inderos de 1os caseríos del. puebl.o. Posteriormen­
te se tom6 como base para su medici6n el. atrio de l.a igl.esia -
principa1 del. puebl.o, para tratar de sol.ucionar 1os con:f1ictos 
que se suscitaron entre 1os natural.es y l.os español.es, ya que­
estos úl.timos estimaban que 1os indígenas construían sus vi-·­
viendas a grandes distancias, situaci.Ón que según e11os 1es p~ 
raba perjuicio. 

Las tierras de común repartimiento eran l.as que se 1es­
otorgaban a l.os pucbl.os para que 1as destinaran a 1a agricul.tu 
ra y se otorgaron por disposiciones y 1eycs especial.es por 10:: 
que fueron 11.amadas tierras de repartimiento, de parcia1idades 
indígenas o de comunidad, teniendo sol.amente 1as fami1ias que-
1as habitaban l.a cal.idad de usu:fructuarios de l.as 1nismas. 

Los propios fueron l.as tierras que se destinaron al. pa­
go de los gastos públ.icos, teniéndol.os el. Ayuntamiento en adm2:. 
nistración y las daba en censo o en arrendamiento a vecinos -­
del. pueblo. Dentro de 1as instituciones intermedias tenemos -­
las composiciones, capitulaciones y las reducciones indígenas. 
La composición era la institución mediante l.a cual. se adqui- -
rián tierras realengas o de particulares. De esta figura se va 
lían los terratenientes y los poseedores por más de 1.0 afias p~ 
ra adquirir la propiedad de la tierra. 

Las capitulaciones se daban al que colonizaba un deter­
minado lugar y en pago se l.c proporcionaban tierras en deterrni 
nada cantidad. 

Las reducciones de indígenas son l.as reducciones de in­
dios a pueblos para poder instruírl.os en la :fé católica. Estas 
reducciones debían de contar al igual que los poblados españo­
les con casco legal, ejido, propios, tierras de común reparti­
miento, montes, µastas y aguas. (7) 

(7) Vel.ázquez, Martha Chávez P. de.- El. Derecho Agrario en Mé­
xico. l.964. 
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La organizaci6n jurídica bajo la cual estuvo regulada -
la propiedad agraria en la época colonial, nos demuestra el al 
to grado de protecci6n que existió a favor de la mencionada _:= 
propiedad, pero en virtud de una defectuosa o casi nula aplica 
ción de las leyes oper6 el acaparamiento de las tierras por _:= 
parte de los españoles, mismos que en defensa de sus intereses 
se valieron de :innumerables procedimientos para despojar a las 
comunidades indígenas de sus correspondientes tierras, siendo­
ésta situación una de las causas agravadoras del problema agra 
rio. A esta situaciün que acabamos de mencionar se auna la pr-;;' 
piedad eclesiástica, ya que los írailes que acompañaron a lo~ 
conquistadores f"ueron adquiriendo propiedades de tipo indivi-­
dual, no obstante de existir prohibiciones legales expresas en 
contrario, de lo cual podemos notar que dichos bienes adquiri­
dos por la iglesia no se destinaron única y exclusivamente a -
propagar la fé católica, sino que por el contrario se fueron -
amortizando en manos del clero en virtud de las ventas o cesio 
nes que hicieron los españoles a su favor. Desde luego que e~ 
ta situación trajo consigo :repercusiones de carácter económico 
a la propia corona española, por lo que hubo necesidad de cele 
brar un Concordato con la Santa Sede en el año de 1737, por m";; 
dio del cual las propiedades de la iglesia perdieron las exen= 
cienes y pagaron impuestos. 

Ent-re ot-ras causas, el acaparamiento de grandes ext-en-­
siones de t-ie:rra en unas cuantas manos, traerá como consecuen­
cia los movimientos armados de 1810 y 1910. 

Cabe mencionar que en el año de 17'99 el Obispo Abad y -
Queipo vislumbró el movimiento de independencia, por lo que di 
rigió un escrito al rey en el cual daba a conocer el desequ:ii'I' 
brio económico y soc:ial que imperaba en Valladolid de Michoa-= 
cán, por lo que le proponía que se repartieran entre los aborí 
genes en forma gratuita las tierras realengas y las tierras d-¡; 
comunidad, debiendo abarcar esta división de tierras a los pu.=_ 
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bles y a las castas. Asimismo, proponía Abad y Queipo se expi­
diera una ley de carácter agrario para abrir a la agricultura­
grandes extensiones de tierras que pe1"TT1anecían incultas. (8) 

La iglesia cat6lica mexicana durante el siglo XIX goza­
ba de un poder ilimitado ya que era la principal propietaria -
de la tierra y al mismo tiempo la principal capitalista. Este­
estado de cosas tiene al país en ésa época sumido en un estan­
camiento econ6mico gravísimo, ya que la mencionada propiedad -
raíz no puede enajenarse; dando origen así a los bienes de ma­
nos muertas. 

Durante ésa época se t"rat-6 de hacer ef"ectiva la Real -­
Cédula espafiola de 1804, tratándose con ello de movilizar tan­
inmensa riqueza que a su vez generara recursos econ6micos al -
país, pero desafortunadamente esta Real Cédula tuvo pocos efee 
tos en su ap1icaci6n. 

El problema de 1a tenencia de la tierra se origin6 en -
el siglo XVI y se agravó 
que se 1e considera como 
guerra de Independencia. 

en los dos.siglos siguientes 7 por lo-­
una de las causas generadoras de 1a -
El pueblo mexicano se debat"ía en la -

miseria• y 1a propiedad territorial amortizada en manos de la­
Iglesia, estaba sin explotarse y sin permitir que otros lo hi­
cieran. Estas y otras causas, dieron origen a que el pueblo ~ 
drajoso y heroico, capitaneado por Hidalgo, se lanzara en e1 
mes de septiembre de 1810 a una aventura de crear una patria 
para un pueblo inf"otunado y digno de otra suerte. 

La guerra de Indepcnc.lcncia constituyó una lucha de cla­
ses, en 1a que participaron hombres de todos los niveles, inte 
grantes de una sociedad esclavista, en 1a que solo unos cuan-­
tos individuos eran dueños de casi todo el territorio nacio­
nal, y los más, ignorantes y hambrientos, nada poseían. 

(8) Mendieta y Nuñez, Lucio.- El Problema Agrario en México. 
Pág. 52. 
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El primer grito de rebeldía, recordemos, es de don Mi-­
guel Hidalgo y Costilla hombre de vasta ilustración y holgada­
posici6n económica, quien el 15 de septiembre de 1810, tomando 
como estandarte a la Virgen de Guadalupe inicia la primera de­
las tres grandes guerras que se registran en nuestra historia; 
el mismo ilustre personaje en la Ciudad de Valladolid, el 19 -
de octubre de 1810, ya en plena lucha ordenó publicar por ban­
dos un decreto aboliendo la esclavitud y el 5 de diciembre -
de 1810, expide el primer decreto agrarista en el que se dispu 
so la recaudación de rentas vencidas, prohibiendo al mismo - = 
tiempo el arrendamiento de las tierras, entregándolas a·los na 

turales para~su cultivo. 

También debemos recordar a don José María Morelos y Pa­
vón, prestigiado militar y de notables ideas sociales, particu 
larmente las relacionadas con los problemas de la tierra. Con= 
una noción más radical y ajustada a la realidad nacional que 
la del Padre Hidalgo, ordenó en 1813 la inutilización de las -
grandes haciendas para que muchos se dediquen con separación a 
beneficiar un corto terreno que puedan asistir con su trabajo­
e industria. 

La guerra de Independencia sigue su curso y es hasta el 
27 de noviembre de 1821, previa firma de los tratados de Córdo 
va y el Acta de Independencia, cuando se inicia nuestra vida= 
independiente. 

Los primeros gobiernos independientes se enfrentan nece 
sariamente al problema agrario del pa.ís y lo tratan de resol-= 
ver con medj_das inapropiadas: La colonización de las regiones­
despobladas de México, política equivocada pues lo que se bus­
caba o requería en ése momento era la distribución justa de la 
tierra 

Durante treinta y tres anos, los gobiernos centralistas 
dictan innumerables decretos para favorecer la Colonización; 

--
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pero esta medida f'ue un rotundo f'racaso. Entre 1821 y 1854, p.=_ 
ríodo en el que se inicia la revolución de Ayutla, se vivieron 
en el país constantes revueltas armada~, en las que participa­
ban tanto los partidiarios del régimen centralista como del fe 
deral, los campesinos, los ideologo.s y todos los estratos .so-=: 
ciales. Fué una época en que el país lejos de prosperar, .se es 
tanc6; en la que tuvimos írecuentes cambios .sociales y <le go­
bierno, en la que se tuvo que reprimir una invasión extranjera 
y en la que la Iglesia, quien entre paréntesis también provoc6 
contiendas armadas, acrecentó .sus enormes propiedades, como lo 
comprueban los estudios del doctor :Jo.sé María Luis Mora, de Mi 
guel Lerdo de Tejada y de Lucas Al.amán. En e.sos afias el problE; 
ma agrario .se agrav6 en íorma alarmante, y las luchas entre ....::::::. 
las fuerzas conservadora y liberal se hicieron más encarniza-­
das. 

Después de varió.s intentos por ré.solver el problema del­
latifúndi.smo y·de la amortización como consecuencia de las - -­
ideas liberales de la Reforma, que hicieron fracasar las fuer-­
zas conservadoras, el 25 de junio de 1856 Ignacio Comonfort ex­
pidió la Ley de Desamortización de Fincas Rústicas y Urbanas. -
En virtud de esta ley .se ordenaba la adjudicaci6n de las propie 
dades rústicas y urbanas de las corporaciones eclesiásticas y = 
de las corporaciones civiles a los arrendaT.arios y censatarios-
de las mismas mediante 
ello el importe de las 
anual. 

cnajenaci6n, tomándose como base para -­
rentas consideradas como réditos al 6% -

Pero entre otras causas, como la econ6mica y el descono­
cimiento de la Ley, por la ignorancia y por la religiosidad im­
perante en esa época muchos arrendatarios se abstuvieron de ad­
judicarse los bienes que arrendaban bano pena de ser excomulga­
dos por la iglesia, y quienes realmente aprovecharon esta .situa 
ci6n fueron sus denunciantes en ~~rtud de la .situación econ6mi= 
ca privilegiada en que .se encontraban, y adquirieron los bienes 
desamortizados. 
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El efecto que el gobierno quizo dar a la Ley de Desamor 
tizaci6n, fué movilizar la propiedad raíz y normalizar 1a tri­
butaci6n, no privar al clero de sus enormes riquezas. Sin em-­
bargo, la Iglesia no entendi6 el espíritu de la ley, y se dedi 
c6 empleando el dinero que obtenía con la venta de sus bienes:: 
a pelear en contra del Gobierno, aún y cuando en su artículo -
26 le autorizaba a invertir el producto de sus íines en diver­
sas empresas. 

Desafortunadamente, los arrendatarios en virtud de las­
cantidades que tenía que erogar por concepto de precio de la -
finca, el pago del 5% de alcabala, los réditos, los gastos de­
adjudicaci6n y las amenazas de excomuni6n, no aprovecharon 1a-
1ey que tendía a beneficiarlos, por lo que fueron contados los 
casos de personas que se quedaron con los bienes que arrenda-­
han. 

Por diversas causas la Ley de Desamortizaci6n fué acla­
rada y perfeccionada por medio de reglamentos y circulares, no 
obstante lo cual sus resultados no fueron satisfactorios, cabe 
citar entre estas' circulares la expedida el 9 de octubre de --
1856, que ordenara la adjudicación gratuita a los arrendata- -
rios respecto de propiedades cuyo valor no excediera de dos- -
cientos pesos. También dicha Ley fué modificada en dos puntos­
importantes: una cuando el artículo 27 de la Constituci6n de -
1857, que la ratificó con gran disgusto del clero, derogó la -
excepción hecha para la desamortización de los ejidos, de los­
pueblos, y otro, cuando la Ley del 12 de julio de 1859 decret6 
la entrada a1 domini.o de 1a nación de todos 1os bienes de1 ele 
ro. 

Con 1o anterior se desamortizaron las propiedades de -­
los pueb1os de 1os indiós, y se les negó personalidad y dere-­
chos a 1as comunidades y parcia1idades indígenas, lo que trajo 
como consecuencia que personas extraiías a 1os pueblos se fue-­
ran adueñando poco a poco de propiedades comunales. 
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El 12 de julio de 1859 Juárez dicta la Ley sobre Nacio­
nalización de 1os Bienes del Clero Secular y Regular, para com 
batir la intervención extranjera propiciada por 1os traidores= 
de la patria que querían implantar en el país una monarquía, -
pues como ya qued6 dicho en párrafos anteriores 1os efectos de 
la Ley de Desamortizaci6n fueron más políticos que econ6micos, 
ya que el clero se enfrent6 al Gobierno políticamente en forma 
francamente abierta desacatando la mencionada Ley. 

Esta Ley hace que los bienes del Clero pasen al dominio 
de 1a Naci6n, para sufragar los gastos en contra de la Inter-­
venci6n Francesa, exceptuándose los bienes que estaban destina 
dos al culto religioso, suprimiendo también las ordenes monás= 
ticas, derogando al mismo tiempo el derecho del clero a ser 
propietario y declara además la separaci6n entre la Iglesia y­
el Estado. 

Esta Ley en su Artículo 1o. decía "entran al dominio de 
la naci6n todos los bienes que el clero secular y regular ha -
estado administrando con diversos títulos, sea cual fuere la -
clase de predios, derechos y acciones ~n que consistan, e1 nom 
bre y ap1icaci6n que hayan tenido". E1 artículo 22 declaraba -
"nula y de ningún valor toda enajenación que se h!:!.ga de los -­
bienes que se mencionan en esta Ley, ya sea que se verifiquen­
por algún individuo del clero o por cualquier otra persona que 
no haya recibido expresa autoriz.aci6n del gobierno constitucio 
nal". (9) 

Por muy laudables que pudieran apreciarse los motivos -
que inspiraron la Ley de Desamortizaci6n, sus resultados vinie 
ron a agravar el hondo problema del campo. Por una parte, no= 
se 1ogr6 la formación de una clase de pequeños propietarios en 
tre los arrendatarios de los bienes de las manos muertas. Por-

(9) Tena Ramírez, Felipe.- Leyes Fundamental.es de México. 1SX54 
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otro 1ado, y 1o que fué más grave áun, se destruy6 1a propie-­
dad comuna1 de 1os pueb1os y se hicieron adjudicaciones indivi 
dua1es de 1as tierras de losejidos, 1as que fueron a benefi- = 
ciar a 1os propietarios de 1as haciendas contiguas a 1os pue-­
blos por comprar a precios irrisorios privando así a éstos de­
sus escasos recursos y obligando a sus habitantes a servir co­
mo peones en las propiedades de sus despojantes. 

Las Leyes de Desamortizaci6n y de Naciona1izaci6n de --
1os bienes de1 C1ero reportaron escasos beneíicios a 1os nú- -
c1eos desva1idos y 1os Gobiernos Libera1cs nacidos de 1a Gue-­
rra de Reforma aparentemente se dieron cuenta de e1lo. 

Y no obstante que no prestaron mucha atención a1 prob1e 
ma de1 reparto de 1a tierra se piensa en su distribución ent~ 
1a gente de pocos recursos y Benito Juárez expide en 1a Ciudad 
de San Luis Potosí, e1 20 de ju1io de 1863 su "Ley sobre Ocupa 
ci6n y Enajenación de Terrenos Ba1díos" por virtud de 1a cua1= 
se concedió e1 derecho a 1os habitantes de1 país para denun­
ciar y obtener mediante previo pago, una superficie no mayor -
de 2,500-00-00 hectáreas. 

Pero 1a citada Ley de un carácter individua1ista, cloc-· -
trina de moda en 1a época, con motivo de 1os conf1ictos inter­
nos de1 país derivados de 1a intervención francesa, no tuvo -­
ap1icaci6n. 

Restaurada 1a Repúb1ica, 1a po1ítica de 1os gobiernos -
que 1c siguieron, resulta equivocada a 1os intereses comunita­
rios. 

Sin tener una noción rca1 de los problemas del campo se 
vue1ve a la po1ítica de co1onización y se expiden 1eyes para -
favorecerla como la ley de colonizaci6n de 1875, la del 15 de-­
diciembre de 1883 que ampl:i:a la anterior y crea 1as nefastas -
Compaiíías deslindadoras y la Ley sobre Ocupación y Enajenaci6n 
de Terrenos Ba1díos de 26 de marzo de 1894. 
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Las Leyes mencionadas, se convirtieron en instrumentos­
jurídicos de despojo y apoderamiento de 1a tierra en esca1a in 
concebib1e y 1e dieron a 1a gran hacienda precapita1ista y se:: 
miíeudal de la era poríiriana una extensión desmesurada. A1 
mismo tiempo, aument6 e1 número <le peones de las haciendas, -­
pues al indígena y a1 mestizo despojados no les qued6 más re-­
cursos que el trabajo esclavista y de servidumbre dentro de -­
e11as. 

La concentración exagerada de la propiedad territoria1, 
e1 trabajo esc1avista de mi11ones que trabajaban en 1as hacien 
das, 1os salarios de hambre que éstos percibían, 1a ía1ta de:: 
una Lcgis1ación adecuada que 1os protegiera son entre otros -­
factores, 1os que motivaron que la chusma, e1ectrizada por 1as 
pa1abras mágicas como dice e1 Maestro Si1va Herzog, "Suf'ragio­
Ef'ectivo·. No Ree1ección" contenidas en e1 P1an de San Luis, se 
1anzara a una lucha cívica, reivindicatoria con entusiasmo y -
abnegación sin precedente, cuyos idea1es empiezan a ser reali­
dad con 1a expedición por don Venustia..-,o Carranza, en 1a Ciu-­
dad de Veracruz de la Ley de1 6 de Enero de 1915. 

En· dicha Ley después de explicar en su exposición de mo 
tivos, como se realizó el despojo de 1os terrenos pertenecien:: 
tes a las congregaciones, comunidades o rancherías, y de expo­
ner ~1 estado de miseria, abyección y servidumbre en que vivía 
la mayor parte del. pueb1o, Carranza agregaba: ''Que proporcio-­
nando el modo de que los numerosos puebl.os recobren los terre­
nos de que f'ueron despojados, o adquirieran 1.os que necesiten­
para su bienestar y desarro1lo, no se trata de revivir 1.as an­
tiguas comunidades, ni de crear otros semejantes, sino sol.amen 
te de dar esa tierra a 1.a pob1ación rural miserab1e que hoy c-;¡ 
rece de e11a, para que pueda desarro1lar plenamente su derech~ 
a la vida y 1.ibrarse de 1.a servidumbre económica a que está re 
ducida; es de advertir que 1.a propiedad de las tierras no pe:r:= 
tenecerá al común del. pueb1o, sino que ha de quedar dividida -
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en p1eno dominio aunque con 1as 1imitaciones necesarias para -
evitar que ávidos especu1adores puedan faci1mente acaparar ésa 
propiedad". (10) 

Esta Ley tiene 1a importancia de construir 1a propiedad 
agraria en México, en virtud de que hab1a de dividir 1a propie 
dad para que no pueda ser acaparada. La Ley contiene doce art7 
cu1os en los cuales se estab1ecen procedimientos para 1as res= 
tituciones y dotaciones de tierras suficientes para constituir 
ejidos en los pueblos que carecieran de e11as. Así mismo, esta 
Ley crea la Comisi6n Naciona1 Agraria, 1as Comisiones Loca1es­
y 1os Comités Particu1ares Ejecutivos, 6rganos estos que se en 
cargarían de su aplicación. En efecto e1 artículo tercero de-= 
cía: "Podrán obtener que se 1es dote de1 terreno suficiente p~ 
ra construír1os~'. 

En el artícu1o cuarto se consigna 1a creación de la Co­
misión Nacional Agraria, 1a Comisión Local Agraria y 1os Comi­
tés Ejecutivos en cada Estado. 

El artículo sexto estableció el modo de iniciar el pro­
cedimiento, presentándose 1a correspondiente so1icitud ante --
1os Gobernadores o 1os :Jefes ~lilitares. 

La Ley del 6 de Enero de 1915, tiene el mérito de ini-­
ciar en nuestro país el proceso de reforma agraria, pero den-­
tro de sus normas no encontramos ninguna disposición protecto­
ra de 1os derechos que se adquieran sobre 1as tierras entrega­
das por dotación o por re,;;1-itución. Nos atrevemos a pensar que 
hubiera sido bueno que el decreto del 6 de Enero de 1915, dis­
pusiera que la parcela ejidal quedaba constituida como patrim2_ 
nio familiar, siendo inalienable, no gravab1e ni sujeta a em-­
bargo. 

Sin embargo, debe mencionarse que una Ley Agraria de 

(10) Caso, Angel.- Derecho Agrario. Edición 1950. Pág. 492. 
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Francisco Villa expedida en e1 mismo ano e1 24 de mayo, y que­
na tuvo aplicaci6n práctica por la derrota militar de éste, -­
disponía en su artículo 17 "Los Gobiernos de los Estados expe­
dirán Leyes para constituir y proteger el patrimonio de fami-­
lia sobre las bases de que este sea inalienable, que no podrá­
gravar.se, ni estará: sujeto a embargo". (11) 

El inciso g) de 1a fracción XVII del Artículo 27 Consti 
tucional, contiene una declaración que se funda en los mismos= 
principios. 

Con posterioridad a la Ley del 6 de Enero de 1915, se -
expiden diversos ordenamientos con el objeto de reglamentar -­
las cuestiones fundamentales de la tierra y poner orden a cier 
ta anarquía legislativa en la materia, pero sin precisar los = 
derechos de los núcl.eos de población beneficiados con l.os re-­
partos de las tierras. 

Así tenemos que el 28 de diciembre de 1920, se expide -
la Ley de Ejidos. La Ley del 6 de Enero de 1915, así como e1 -
artículo 27 de 1-a Constitución de 1917 sólo contenían princi-­
pios generales que establecieron las bases para la redistribu­
ción de la tierra pero era necesario una adecuada reglamenta-­
ción para l.lcvar a 1a práctica l.a Reforma Agraria. La Ley de -
Ejidos es una codificación de las principal.es circulares expé 
didas para acl.arar el contenido de la Ley de 6 de Enero de - :: 
191-5, y tiene preceptos de gran importancia sobre l.a política­
agraria a seguir; así mismo, introdujo el principio relativo a 
l.a categoría política de los sujetos colectivos de derecho eji 
da1, pues declar6 q>Jc los únicos núc1cos de poblaci6n con <ler'(; 
cho a recibir ejidos por la vía dotatoria o restitutoria se­
rían los pucb1os, rancherías, congregaciones y comunidades. 

(11) Si1va Herzog, Jesús.- Breve Historia de 1a Rcvo1uci6n Me­
xicana. Fondo de Cultura Económica. 
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Esta Ley de Ejidos de 1920 consider6 ~orno autoridades -
agrarias a las mismas que había señalado la Ley de 6 de Enero­
de 1915, suprimi6 a los jefes militares y habl6 de la exten- -
si6n de los ejidos, estableciendo un procedimiento dotatorio y 

restitutorio difícil y lento, por lo que impedía resolver con­
:f'luidez el problema agrario. No contiene ninguna disposici6n -
que determine los derechos de los pueblos sobre las tierras -­
concedidas. Por decreto de 27 de noviembre de 1922 se deroga -
la Ley de Ejidos de 1920. 

Podemos resumir las característi_cas más relevantes de -
la Ley de 28 de Diciembre de 1920, como sigue: 

a) Tuvo como fin ordenar las circulares expedidas por -
la Comisi6n Nacional Agraria, de las cuales muchas carecían de 
sentido; 

b) Determin6 en su artícrilo primero quienes tenían dere 
cho obtener tierras por dotaci6n o por restituci6n y prccis6 
el procedimiento respecto a la categoría política de los nú­
cleos de peticionarios; 

c) Estab1eci6 en su artículo 13 un principio par& calcu 
lar la superficie que debía ser considerada como unidad de d0:: 
taci6n, o sea aquella parcela cuyo cultivo produjere como mini 
mo una utilidad diaria equivalente al duplo del jornal medio = 
en la rcgi6n, y 

d) Dispuso la forma en que debían operar las autorida~ 
des agrarias que creó. 

Considero pertinente para los fines que se persiguen 
con este trabajo hacer un breve análisis de otras dispos!icio-­
nes de carácter agrario expedidas con posterioridad a la Ley 
del 6 de Enero de 1915 y a la de 28 de Diciembre de 1920. 

El General Alvaro Obregón el 22 de Noviembre de 1921, 
expide una Ley que derog6 a la Ley de Ejidos de 28 de Dieiem-­
brc de 1920 y la cual vino a sentar las bases para la legisla-
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ción agraria posterior, al facultar al Ejecutivo Federal en su 
artícülo 3o. para reglamentar las disposiciones agrarias que 
se expidieran en lo sucesivo y con las bases que en el mismo -
artículo se enumeran. 

Tiene la importancia esta Ley, de disponer la creaci6n­
de una instituci6n denominada Procuraduría de los Pueblos, en­
cada cantidad federativa del país cuyas funciones serían las -
de patrocinar a los pueblos que lo desearen, en forma gratui-­
ta, en sus gestiones para dotaci6n o restitución de ejidos. 

El 10 de abril de 1922, se expide el Reglamento Agra­
rio, el cual tiene una particular importancia en el desarrollo 
legislativo de la materia, pues en sus artículos 9 y 14, fija­
por primera vez la extensi6n de la parcela ejidal. y las super'­
ficies que en casos de dotaci6n debían ser respetadas. Dicho -
ordenamiento aunque sin técnica legal alguna, suprimi6 al máxi 
mo los requisitos y los trámites que exisrían en la época par-;'. 
la obtenci6n de tierras y aguas. 

Como en dicho ordenamiento agrario se observaron defi-­
ciencias de carácter técnico, el 23 de abril de 1927 se expide 
la Ley de Dotaciónes y Restituciones de Tierras y Aguas regla­
mentaria del texto entonces vigente del. Artículo 27 Constitu-­
cional y se reorganizó el. procedimiento agrario para hacer más 
efectiva la Reforma Agraria a través de la distribuci6n de la­
propiedad territorial. 

Estrl.lcturó el procedimiento agrario como un verdadero -
juicio ante las autoridades administrativas, donde se cumplie­
ran l.as formalidades esenciales del procedimiento consagradas­
en los artículos 14 y 16 Constitucional.es con la finalidad de­
hacerl.o inatacable por medio· del juicio de amaparo. 

Esta Ley l.l.amada también Ley Bassol.s, como acertadamen­
te 1o serial.a 1.a Doctora lvtartha Chá'o.rez, representa un: avance vi 
garoso en la técnica de Legisl.aci6n Agraria, y fué reformada = 
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en diversas ocasiones hasta su derogaci6n. 

Las Leyes agrarias que brev.:?mcnte hemos analizado, fun­
damentalmente establecieron las normas para regular las accio­
nes· de dotación y restitución de tierras y aguas; es decir so­
lo consagran el derecho de los pueblos o ser dotados de las -­
tierras y aguas suficientes para cubrir sus necesidades y or­
ganizar los procedimientos efectivos para la realización de -­
e.se derecho. 

Se pensó entonces en encontrar una forma de posesión -
de la tierra que reuniendo las ventajas de la pequeña propie-­
dad no tuviera los grandes inconvenientes de ser fácil presa -
de los monoFo1izadores y acaparadores de la tierra. 

Y es por ello que el 25 de agosto de 1927, Plutarco 
E1ías Calles expide la Ley del Patrimonio Ejida1 para garanti­
zar los derechos de los e j idatarios, así como de definir la -­
íonna de fraccionar los terrenos ejida1es y organizar el patri 
monio de familia. Es decir, cómo distribuir "1.os recursos exp~ 
piados, entre los campesinos de las comunidades beneficiadas.-

El antecedente de este ordenamiento lo constituye la -­
Ley Reglamentaria sobre Repartición de Tierras Ejida1es y Cons 
titución del Patrimonio Parcelario Ejidal del 19 de díciembre::­
de 1925 y su Reglamento de 4 de marzo de 1926-

La importancia de este ordenamiento en cuanto a los fi­
nes del presente estudio, 10 encontramos al señalar, como su -
antecedente, que la propiedad de los bienes ejida1es indivisos 
pertenecían al núcl.eo de población y las tierras parceladas -­
pertenecían en dominio a los vecinos del. pueblo quienes tenían 
el disfrute individual de las mismas. (12) 

En ambos casos, determinó la Ley del Patrimonio Ejidal­
que la naturaleza de la propiedad ejida1 sería inalienable, 

(12) Cuadro, Caldas.- Catecismo Agrario. Pág. 127. 
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inembargable, imprescriptible e intrasmisib1e, dentro o fuera­
de juicio. 

De ahí 1a importancia de 1a Ley de1 Patrimonio Ejida1;­
en e11a se dej6 bien definida 1a propiedad común de 1os pue- -
bles sobre 1os bienes ejida1es con 1a posesi6n y p1eno goce de 
cada 1ote por un individuo beneíiciado. También impuso ob1iga­
ciones a 1os ejidatarios respecto a1 cu1tivo continuo de 1a -­
parce1a, estab1eciendo, basada en e1 concepto de funci6n so- -
cia1 de 1a propiedad, sanciones para quienes abandonaran 1a ex 
p1otaci6n de su parcc1a durante más de un año sin causa justi:: 
ficada. 

La Lcgis1aci6n Agraria Mexicana a partir de 1a Ley de1-
6 de enero de 1915, resu1t6 pro1ífica e imprecisa en muchos as 
pectes y por c11o se pens6 en 1a necesidad de rcunir1a y orde:: 
narla en un so1o ordenamiento, y es así como e1 22 de marzo de 
1934 se expidió e1 primer C6digo Agrario de 1os Estados Unidos 
Mexicanos, con e1 objeto de poner dicha Legis1aci6n en concor­
dancia con e1 texto entonces vigente del Artícu1o 27 Constitu­
ciona1. El C6digo Agrario de 1934 contenía 178 artículos y 7 -
transitorios, contenidos en diez títulos, el primero de e11os­
re1ativo a autoridades agrarias y sus atribuciones. 

E1 segundo a disposiciones comunes, a 1as restituciones 
y dotaciones de tierras y aguas; el tercero a disposici6n gene 
ra1 en materia de dotaci6n; el cuarto a normas especia1es en:: 
materia de dotaci6n de tierras; el quinto a dotaciones de - -­
aguas; el sexto a 1a creación de nuevos centros de pob1ación -
agríco1a; e1 séptimo a1 registro agrario naciona1; el octavo -
a1 régimen de la propiedad agraria; el noveno a las responsabi 
1idades y sanciones; y el décimo a disposiciones de carácter :: 
genera1. 

En este Código con un nuevo eníoque se reglamentaron en 
tre otros asuntos e1 de 1a capacidad de 1os núcleos de pob1a_:: 



ci6n para obtener tierras y aguas por dotaci6n, por restitú- -
ci6n; los procedimientos para hacer efectivos esos derechos, -
la extensión tanto de la parcela ejidal como de la pequeña pro 
piedad, el procedimiento de la amp1iaci6n, la creación de lo,;= 
nuevos centros de población agrí:cola, y una importante modifi­
cación cuando di sponc que J.os peones acacillados, aquel1os tra 
bajador-es a quienes se les daba casa dentro del casco de una :: 
hacienda, pudieran obtener tierras en calidad de ejidatarios.­
Artículos 45 y 46. 

El Artí:culo 79 de este ordenamiento dispuso que a par-­
tir de la diligencia.de posesión definitiva, 1os ejidatarios -
serán propietarios y poseedores de las tierras y aguas que la­
resolución conceda, y con las modalidades que esta Ley estable 
ce. J:;n el Artículo 117. 

El Artí:culo 117 dispone que "serán imprcscr:iptib1es e -
inalicnab1cs los derechos sobre los bienes agrarios que adquie 
ran los núcleos de población y por lo tanto no podrán en nin-= 
gún caso ni en forma alguna, cederse, traspasarse, arrendarse, 
hipotecarse o enajenarse en todo o en parte, siendo 1nexisten­
tes las operaciones, actos o contratos que se hayan efectuado­
º que se pretenden llevar a c<1bo en contravención de este pre­
cept-o". 

Por su parte e1 Artículo 139 dispon<fa "la propiedad de­
l.os montes, pastos, aguas y demás recursos natura.les super:fi~ 
ciales corrc.spondérá a la comunidad". 

Debe mencionarse que el Artícu1o sépt"'1o transitorio·-­
de1 ordenamiento que venimos comentando, derog6 todas las Le-­
yes, decretos, circulares y demás disposiciones expedidas en 
materia agraria a..<>í como de aqué1las que se opusieran a su - -
ap l icaci6n. 

Se perfila en esta forma de una manera más definida e1 -
sistema de la propiedad ejidal. 
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Conviene precisar que e1 C6d.igo Agrario de 1934, en sus 
Articu1os 117, 139 y 140, deíini6 1as características jurídi~ 
cas genera1es de 1a propiedad ejida1 y dispuso que, 1a "propie 
dad de 1as tierras 1aborab1es de1 ejido sería individua1, con-
1as moda1idades de ser ina1icnab1cs e imprescriptib1e y que 1a 
propiedad de 1os montes, pastos, aguas y dcm<Ís recursos natura 
1es superficia1es correspondía a 1a comunidad". 

Así mismo prohibi6 1os actos de traspaso, cesi6n, de -­
arrendamiento, de hipoteca, por ser contrarios a 1a natura1eza 
de 1a propiedad ejida1. 

Dec1ar6 1a nu1idad de p1eno derecho de todos 1os actos­
de particu1ares y todas 1as rcso1uciones, decretos, acuerdos,-
1eyes o cua1quier acto de autoridad que tuvieran por consecuen 
cia privar tota1 o parcia1mentc de sus derechos agrarios a 1o-;; 
núc1eos de pob1aci6n y 1a inexistencia de cua1quicr acto, ope­
raci6n o contrato que bajo cua1quicr forma o títu1o se "hayan­
ce1ebrado o se ce1ebren" por e1 ad judicatorio y que tengan por 
objetó 1a cnajenaci6n o e1 gravamen de 1a parce1a o parte de -
e11a. 

Admiti6 como caso de excepci6n, e1 acto expropiatorio -
de tierras ejida1es para crear y desarro11ar centros urbanos,­
para e1 estab1ecimiento de vías de comunicaci6n, const:rucci6n­
de obras hidráu1icas de interés púb1ico y 1a cxp1otaci6n de re 
cursos natura1cs pertenecientes a la Naci6n y sujetos al régi:: 
men de concesi6n federa1. 

Contenía en su artícu1o 140 fracci6n II, un principio 
que desvirtuaba e1 de la "funci6n socia1" de la propiedad est~ 
b1ecido en c1 Artículo 27 Constituciona1; en efecto no autori­
z6 1a exp1otaci6n indirecta de 1a parcc1a ejida1. 

Por ú1timo reg1amentaba 1os derechos de 1os ejidatarios 
y 1as causas de suspensi6n o pérdida de c11os. 
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E1 Código Agrario de 1940, reiteró con a1gunas modifica 
cienes, 1os principios reguladores <le1 régimen de propiedad ....:::: 
agraria. 

Al efecto dispuso el Artículo 119: "La propiedad de los 
bienes ejida1es pertenece al núc1eo de población con 1as rnoda-
1idades que este Código establece: será inalienable, irnpres- -
criptib1e, inembargab1e e intransmisible" ••••••• "La explota-­
ci6n de 1as tierras laborales del ejido podrá ser individua1 o 
co1ectiva según lo determine 1a economía agrícola ejidal. La -
explotaci6n de l.os montes, pastos o aguas y de todos los demás 
recursos natura1es superficiales que pertenezcan al ejido será 
comunal". Y en .sus Artículos 121 y 122, "la nulidad y la ine-­
xistencia de los actos del. estado o de particulares que tuvie­
ran por consecuencia contravenir dichos preceptos o privar tó-­
ta1 o parcialmente de sus derechos agrarios a 1os núcleos de -
pob1ación". 

Prohibi6 así mismo la explotación indirecta de l.a tie-­
rra comunal mediante arrendamiento, aparcería o cua1quier otro 
contrato del que puedan ser objeto ·los bienes comunales. 

Reg1ament6 los derechos que sobre los bienes agrarios 
adquirí:an los núcleos de población y las causas y procedimien­
tos de la pérdida de los mismos, aún y cuando estableci6 come-­
ya se sefialó la intransrnisibilidad de los bienes ejida1es, au­
torizó en su Artículo 125 la permuta de los mismos bienes. 

Dispuso que podía prescribirse los derechos sobre u.~a 
parce1a ejidal. en un ejido fraccionado en íavor del poseedor 
quieto y pacífico. 

Por otra parte y con la intervención del Consejo de Vi­
gi1ancia de un ejido reg1ament6 los casos en que 1a propiedad­
ejida1 podría ser arrendada, citando corno ejemp1o el caso de -
una mujer ir;capaci'fada por sus l.abores domésticas para trabá-­
jar directamente la tierra. 
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E1 C6digo Agrario de1 31 de Diciembre de 1942 disponía­
"Que a partir de 1a di1igencia de posesión definitiva e1 nú- -
cleo de población sería propietario y poseedor con las limita­
ciones y modalidades en é1 estab1ecidas de las tierras y aguas 
que 1es :fueran entregadas". 

Al igua1 que 1os C6digos de 1934 y 1940, estab1eció que 
1os derechos que sobre 1os bienes agrarios adquirieran los nú­
cleos de pob1ación, son ina1ienables, imprescriptibles, inem-­
bargab1es e intransmisibles y por tanto no podrán en ningún c~ 
so ni en forma alguna enajenarse, cederse, transmitirse, arre!! 
darse, hipotecarse o gravarse en todo o en parte, siendo ine-­
xistentes 1as operaciones, actos o contratos que se hayan eje­
cutado en contra de dichas prescripciones. 

La anterior disposición 1a hizo extensiva a 1os bienes-­
reconocidos y titulados en :favor de las comunidades. 

Estableció como excepciones la permuta de terrenos eji­
dales, 1a di visión y :fusión de ejidos, así como su expropia-­
ción. 

También, prohibió la explotación indirecta de las· tie-­
rrás ejidales. Como 1os anteriorcs,·fambién rcg1ámentó 1os de­
rechos sobre 1os bienes del ejido y los procedimientos y cau-­
~as de la pérdida de los mismos. 

El breve aná1isis que se ha hecho de los ordenamientos­
mencionados es con el único objeto de comparar con de las pres 
cripciones vigentes y justificar 1as proposiciones que fiacemo;; 
en este trabajo. 



CAPITULO SEGUNOO 

A) IA PROPIEDAD E:JIDAL Y CX>MUNAL EN LA LEGISLACION AGRARIA 
A PARTIR DE lA LEY DE 6 DE ENERO DE 1915. 

a) Su natura1eza jurídica. 
b) Su función socia1. 
e) Moda1idades y 1imitaciones a 1a propiedad. 
d) E1 Artícu1o 27 Constituciona1. 
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Como lo mencionamos anteriormente don Venustiano Carran 
za expide en Veracruz el 6 de enero de 1915, una Ley de carác= 
ter agrario en cump1imiento a su promesa hecha en el decreto -
de 12 de diciembre de 1914 y en la que se trata de que los nu­
merosos pueblos que fueron despojados de sus terrenos recobren 
los mismos, o adquieran los que necesiten para su bienestar y­
desarrollo. Este decreto preconstitucional es considerado jun­
to con el artículo 27 Constitucional como el punto de partida­
de la Reforma Agraria. 

Mediante esta Ley se trata de dar la tierra a la clase­
rural miserable que carecía de ella; también hace referencia a 
la restitución y dotación de tierras suficientes para consti-­
tuír los ejidos en aquéllos pueblos que carecieran de ellas. 

El régimen de propiedad del ejido que creó esta Ley, es 
otra diieren.cia que lo distingue del concepto del ejido de 1a­
época colonial, ya que vagamente se refiere a las modalidades-­
que se podrán imponer a la propiedad entendida ésta, como fun­
ción social; en efecto, el artículo 10. declara nulas las ena­
jenaciones de tierras comunales hechas por Jefes políticos con 
tra los manQamientos de ia Ley de 25 de junio de 1856~ las Cb-;;; 
posiciones, concesiones y ventas hechas ilegalmente por autorT 
dades federales desde el lo. de diciembre de 187(), y los apeo-S: 
y deslindes practicados durante ése período, si ilegalmente se 
invadieron tierras comunales. 

El art~culo 2o. trataba de la nulificación de una divi­
sión o reparto y si los vecinos lo querían, se haría ésta si -
por lo menos lo solicitaban las dos terceras partes. 

El artículo 3o. hablaba de la dotaci6n del terreno sufí 
ciente para construír los ejidos, y como lo observa Martha Chá 
vez de Velázquez "del término restitución se llegó al concept';; 
de reconstrucci6n, idea que ampara tanto la restitución como -
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tal y la dotaci6n, hasta antes desconocida con tal nombre". --
( 13) 

"La Ley de 6 de enero de 1915, no se re:fiere al ejido 
colonial, sino que llama ejido a lo que en la época colonial 
se llamaba tierras de repartimiento". ( 14) 

Así se explica que el ejido quede dividido en pleno do­
minio aunque con las limitaciones necesarias, pero nosotros de 
bemos considerar al ejido actual no solo como el conjunto de ";::· 
tierras que puedan ser otorgadas a un núcleo de población, si­
no que dentro de este concepto debemos inc1uír al mismo núcleo 
de pob1aci6n a quién se le ha dotado-o restituido tierras. En­
e.Sta." situa.c:i6n, a continuaci6n trataremos de. :fijar l:a na-t;ura1e 
za: j~rídica delo ejido en un. plano más tc6rico y partiendo de:: 
la base de considerar al ejido como una persona jurídica moral 
C1 co:kectiva, conJ:orme al artículo 23 de l.a Ley Federal de Re-­
forma· Agraria <tue dice: "Los ejidos y comunidades tienen .pers~ 
~iidad jurídi~ai ••••• 

El artículo 156 dice "El ejido tiene capacidad jurídica 
para qontrata.r para sí o en :favor de sus integrantes, a través 
del Comisariado Ejidal, los créditos de re:facci6n, avío o inmo 
biliarios que requiera para la debida exp1otaci6n de sus recur 
sos". 

Desde hace muchos años, la mencionada institución del -
ejido es considerada como una persona jurídica moral o colecti 
va, aunque el C6digo Civil no lo mencione o incluya dentro d~ 
la enumcraci6n que hace en el artículo 25- Pero la Legis1aci6n-:· 

(13) Velázque, 'Matha Chávez P. de.- Derecho Agrario en México, 

1964. 

(14) Mendieta y Nuñez, Lucio.- E1 Sistema Agrario Constitucio­
nal., 1940. 
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Agraria vino creando una serie de situaciones jurídicas que a­
través de los C6digo de 1940 y 1942 se puede pensar que el eji 
do era una persona jurídica, con sus correspondientes derecho'$' 
y obligaciones. 

Es evidente que la instituci6n ejidal es un ente jurídi 
co colectivo poseedor de los-elementos que la doctrina civ11i-; 
ta asigna a las personas jurídicas de carácter colectivo. 

El patrimonio de una persona jurídica colectiva o el de 
una persona individual, conforme a la doctrina civilista está­
constituído por una unidad, integrada a su vez por dos catego­
rías de bienes que son, los bienes muebles y los bienes inmue~ 
bles. En tal caso constituyendo el ejido una persona jurídica­
colectiva, dentro de los elementos que la integran, se encuen­
tra desde luego el patrimonio que a la misma corresponde. 

La Ley Federal de Reforma Agraria en su Título Segundo­
del Libro Segundo se ocupa del "Régimen de Propiedad de 1os -­
bienes ejidalea y comunal.es" y en el Capítulo I del mismo Títu 
lo se refiere a; la "Propiedad de los núcleos de poblaci6n. eji= 
dales y comunal.es". En efecto, el artículo 51 de la Ley mencio 
nada habla de la prOpiedad de las tierras y bienes que se le = 
otorgan por resoluci6n presidencial. El artículo 52 establece­
la naturaleza jurídica sobre los derechos que adquieren los nú 
cleos de poblaci6n sobre bienes agrarios, al atribuirle a éS-:::: 
tos los carácteres de ser inalienables, imprescriptibles, inem 
bargables e intransmisibles. 

A reserva de hacer un estudio más amplio en el capítulo 
siguiente de los artículos mencionados y siguientes de la Ley­
Federa.1 de Reforma Agraria, podemos decir que los mismos esta­
blecen importantes reglas referentes a la constituci6n y defen 
sa del patrimonio cjidal, y es de observarse que tanto en el= 
capítulo I, como en los"siguientes de1'Títu1o Segündo de la Ley 
de la materia, no encontramos ningún artículo que se refiera a 
los bienes inmuebles que indudablemente también forman parte -
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de1 patrimonio de la persona jurídica o mora1 que es e1 ejido. 
En este aspecto 1a propia Ley se ha ocupado pereferentemente -
de 1o re1ativo a 1os bienes inmueb1es, sin embargo, no escapa­
ª nuestra atenci6n 1o dispuesto por e1 Capítu1o Cuarto de1 Li­
bro Tercero, el cua1 atiende a 1a organización del ''Fondo Co-­
mún de los núc1eos de población". 

Resumiendo lo anteriormente expuesto podemos decir que­
los derechos que sobre bienes adquieren los núc1eos de pob1a-­
ci6n, serán siempre ina1ienab1es, impres~riptib1es, inembarga­
b1es e intransmisibles, y por lo tanto, no son susceptibles de 
enajenaci6n, cesión, transmisión, arrcndam~cnto, hipoteca o-="""' 
gravamen en forma tota1 o parcia1. Por lo tanto serán inexis-­
tentes las operaciones, actos o contratos que se hayan ejecuta 
do o que se pretendan 11evar a cabo en contravención de la Ley 
<le la materia. 

Tanto el texto de 1os artículos re1ativos como del fon­
do y sentido de 1as reg1as mencionadas, se desprende que las -
mismas no corresponden ni podrían comprender en su rígido y ex 
cepcional sistema de propiedad, a 1os bienes muebles de1 ejid°';; 
que como ya dijimos, también forman parte del patrimonio de1 -
mismo. La amplia termino1ogía que se emplea por ejemp1o, en e1 
artícu1o 52 en donde se menciona textua1mente "Bienes agra- -
ríos", o la referencia que se hace en e1 artículo 53 a los "de 
rechos agrarios", no pueden referirse a los bienes mueb1es, -= 
puesto que en éstos se comprenden evidentemente a 1os diversos 
productos agropecuarios que 1a institución ejida1 necesariamen 
te pone en el mercado. Además como es bien sabido, 1os óienes-= 
muebles no son susceptib1es de operaciones de carácte~ hipote­
cario. No obstante esto, quedaría vigente e1 prob1ema :re1ativo 
a la inembargabi1idad de los bienes muebles pertenecientes a­
un ejido atendiendo a la amplitud de1 artícu1o 52. a que hemos­
hecho mención, y en este aspecto conviene atender a que en ma­
teria de crédito ejida1, responden del mismo 1as cosechas y --
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1os productos agropecuarios por el pago de los créditos conce­
didos y en caso de que no sean cubiertos estos, la instituci6n 
bancaria oficia1 tiene expedita la acci6n judicial para adjudi 
carse a través de1 procedimiento correspondiente dichos bie- = 
nes. Por otra parte, y abundando en el análisis de los proble­
mas que en la práctica podrían resultar de la confusi6n del -­
propio artículo 52, podemos pensar que en el caso de compraven 
ta de maquinaria agrícola por la instituci6n ejidal, la prete';;" 
dida inembargabi1idad de que son susceptibles los bienes agra= 
rios 9 constituiría seguramente un serio obstáculo para el cré­
dito privado que tanto reclaman los defensores del ejido. Esta 
situaci6n no puede considerarse como algo remoto o ilusorio da 
da la frecuencia e importancia de las operaciones mercantile~ 
que se llevan a cabo entre ejidatarios o núcleos de poblaci6n­
ejida1 y empresas privadas como ocurre en regiones de agricul­
tura prospera. 

En relaci6n a las disposiciones por lo que se refiere a 
los derechos individuales del ejidatario, y en relaci6n tam­
bién con 1os artículos que se refieren al régimen general de 
propiedad de los núcleos de poblaci6n, es conveniente hacer -­
las siguientes observaciones: 

El patrimonio del núcleo de poblaci6n ejidal, está inte 
grado original y fundamentalmente por las tierras, aguas y bos 
ques que les conceden las resoluciones presidenciales corre~ 
pondientes; sobre las superficies de cultivo aún cuando sea a­
partir de la posesi6n provisional y como consecuencia del re-­
parto econ6mico, los miembros individuales del ejido tienen e1 
derecho a que se les respete la posesi6n correspondiente. Aho­
ra bien, a partir de 1a posesi6n definitiva y de la ejecuci6n­
de la resoluci6n presidencial correspondiente, se puede adoP-­
tar el sistema de exp1otaci6n colectiva, pero lo común es que­
se fraccionen las tierras de cultivo en cuyo caso, la propie-­
dad de las parcelas resultantes de este procedimiento, se atr:i. 
buyen a1 ejidatario con las 1imitaciones generales relativas = 
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al patrimonio ejidal y particular correspondientes al régimen­
parcelario. De lo expuesto anteriormente, se desprende que el­
patrimonio de la instituci6n ejidal como en toda entidad colee 
tiva no comprende dircctamcnt-e a las parcelas cuando se ha re~ 
lizado el fraccionamiento de las tierras de labor, atendienda=­
a la d isposici6n del artículo 66. Pero a pesar de este procedí 
miento se continúa manteniendo integrado dicho patrimonio po~ 
los pastos y montes de uso común, según lo dispuesto por el ar 
tículo 65 de la Ley relativa, y también continúa integrado po°'i= 
los derechos de uso y aprovechamiento de las aguas destinad as­
para los fines agrícolas conforme al artículo 56 de la propia­
Ley Federal de Reforma Agraria. En el aspecto también colecti­
vo en materia de bienes inmuebles, debemos indicar que en las­
zonas de urbanización ejidal también se reserva y adjudica de­
terminada superficie de terreno que corresponde a los servi- -
cios públicos del patrimonio colectivo de la instituci6n eji-­
dal. 

Independientemente de lo expuesto anteriormente, tanto-­
la institución ejidal como los ejidatarios en lo particular, -
pueden poseer bienes muebles dentro de su patrimonio. En este­
aspecto, en cuanto a la institución cjidal, es de primordial -
importancia la regulación del fondo común de los núcleos de po 
blación respecto de los montes, pastos u otros bienes ejida-:: 
les, indemnizaciones correspondientes a expropiaciones y perrnu 
tas, cuotas acordadas por la Asamblea General de ejidatarios y 
fondos resultantes de la venta y de arrendamientos de solares­
urbanos ejidales. El fondo de que se trata deberá destinarse -
preferentemente a obras materiales de interés colectivo y a la 
mejor explotación de los recursos ejidales, mediante la adqui­
sición de maquinaria, animales de trabajo o de cría, aperos, -
semillas y fertilizantes como lo dispone expresamente la frac­
ción II del artículo 165 de la Ley de la materia. 

No debe omitirse que independientemente de la claridad-
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de 1os preceptos de 1a Ley Agraria en vigor, respecto a 1a ti­
tu1aridad sobre 1os bienes correspondientes a1 núc1eo de pob1~ 
ci6n ejida1 y de 1a interpretación que a1 respecto en e1 terre 
no eonstituciona1 ha rea1izado reiteradamente 1a Suprema Corte 
de Justicia de 1a Nación, podemos decir que 1a propiedad sobre 
1os bienes ejj_dal.es por muy 1imj_tada que esta sea, corresponde 
a 1a institución ejida1 y no a 1a Naci6n. 

En esta consideración se está atendiendo a 1a categoría 
de persona jurídica de 1a entidad ejida1, situación fundada -­
eonstituciona1mente y determinada por 1a Ley Fedcra1 de Refor­
ma Agraria y reconicida además por 1a Suprema Corte de Justi-­
cia de 1a Nación. De todo 1o cua1 resu1ta inobjetab1e 1a capa­
cidad jurídica que posee e1 ejido para ser titu1ar de un patr~ 
monio. 

La '=-n&titución de1 ejido posee una persona1idad jurídi­
ca propia como ya ha quedado estab1ecido anteriormente, confi­
gurada dentro de1 marco de1 derecho púb1ico de nuestro País. 

E1 patrimonio ejida1 abarcando tanto 1os bienes mueb1es 
como 1os inmueb1es, se ha originado a raíz de un intenso y rei 
terado sacrificio naciona1, ya que 1os bienes que han recibi-= 
do, reciben y recibirán 1os núc1eos de pob1ación ejida1 no - -
constituyen una mera caridad o un simp1e acto de gracia po1ít~ 
ca, Dicho patrimonio es 1a justa participación de 1a c1ase cam 
pesina en 1a riqueza naciona1, participación conquistada a san 
gre y fuego en las mú1tip1es luchas libertarias que se han sus 
citado a través de 1a historia de nuestro País. Pero por otra= 
parte, además del desposeimiento que imp1ica 1a redistribución 
de los recursos agrarios, afectando a 1os grandes terratenien­
tes para dotar a los campesinos, el proceso de Reforma Agraria 
ha requerido en nuestro País un reajuste genera1 de 1as estruc 
turas socia1 y económica nacionales con prolongadas y severas:= 
consecuencias de empobrecimQento co1ectivo, y por otra parte,-
1a función actua1 del Sector Agropecuario decreciente import~ 
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Podemos considerar que la propiedad tiene una funci6n 
social, cuando no se puede disponer libremente de los bienes 
que forman el patrimonio de un individuo. 

La propiedad ya no es considerada en nuestra época, con 
aquel carácter absolutista que le otorgaban e1 Derecho Romano­
y durante la Edad Media. La propiedad se ha ido transformando­
en la actualidad para responder con mayor intensidad a una ne­
cesidad de carácter econ6mico • la cual puede variar. Esta - -­
transformaci6n tiene su base en la interdependencia entré los­
diferentes elementos que concurren a la formaci6n de la socie­
dad, por 1o que la propiedad tiende a socializarse cada día. -­
más, para llenar la funci6n social en una forma más intensa de 
jando de ser as~ también, a medida de que esta intensidad ere= 
ce un derecho de carácter individual. Así tenemos que los po-­
seedores o mejor dicho, los propietarios de bienes inmuebles -
tendrán que destinar~os tanto a la satisfacci6n de sus necesi­
dades como a la satisfacci6n de necesidades de carácter colec­
tivo. 

Con base en lo anteriormente expuesto, trataremos a con 
tinuaci6n el individu~lismo y a1 socialismo como teorías que = 
tratan de explicar el concepto de propiedad. La primera teoría, 
o sea, el individualismo considera que e1 individuo es el úni­
co ente que puede detentar la propiedad de los bienes de una­
manera absoluta, perpetua y con la única limitación que le sea 
impuesta por 1as Leyes del País o de la época que imperen en -
ése momento. El Estado en este caso tendrá un carácter de es-­
pectador y de vigilante ya que este derecho de propiedad es in 
violable. Esto dá como consecuencia que 1as sociedades que s~ 
rijan por este principio serán progresistas, fundando este pro 
greso en e1 respeto de 1os derechos del individuo, ya que éste" 
se procurará mayores beneficios en beneficio propio. 
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El socialismo no comulga con la idea del derecho indivi 
dual de la propiedad, ya que ésta debe estar en manos del Est"'i 
do que la convierte en común o colectiva y considera que la _::::: 
propiedad, niega la libertad individual. Esta idea de la propie 
dad, coloca al Estado de carácter totalitario y considera que= 
la propiedad privada trae como consecuencia la desigualdad en­
tre los individuos, por lo que, se pide la abolici6n de la pr~ 
piedad de carácter individual y, por lo tanto, se impone la so 
cializaci6n de los instrumentos de la producción. 

El C6digo Civil de 1928 colocado en una posición ecléc­
tica corisigna el derecho de própiedad de su artículo 830: "El.­
propietario de una cosa puede gozar y disponer de ella con las 
limitaciones y modalidades.que fijen las Leyes". 

La Constitución Política en su artículo 27 párrafo 1o.­
indica: "La propiedad de las tierras y aguas comprendidas den­
tro de los límites del territorio nacional, corresponde origi-· 
nariamcnte a la Naci6n, la cual ha tenido y tiene el derecho -
de transmitir el dominio de ellas a los particulares, constitu 
yendo la propiedad privada". 

Y en su párrafo 3o.: "La Nación tendrá en todo tiempo -
el derecho de imponer a la propiedad privada las modalidades -
que dicte el interés público, así como el de regular el aprov.=_ 
chamiento de los elementos naturales susceptibles de apropia~ 
ci6n, para hacer una distribuci6n equitativa de la riqueza pú­
blica y para cuidar de su conservaci6n ••••• " 

De lo anterior anotado podemos desprender que en el con 
cepto de propiedad se busca darle la característica de la fun= 
ción social, es decir, en que el individuo ya no se beneficie­
en forma exclusiva de la propiedad de la tierra, sino que la -
sociedad también obtenga un beneficio sujetándose por lo tanto 
el derecho de propiedad a las modalidades que dicte el interés 
público. Nace un nuevo concepto de la propiedad, es decir, con 
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siderada la propiedad como funci6ñ social y sometida a las mo­
dalidades que dicte el interés púb1ico beneficiando así a un. -
mayor número de individuos. 

Por modalidades debemos entender las distintas situacio 
nes que puede presentar la propiedad en el derecho. Estas mod'; 
lidades variarán conforme lo vaya dictando el interés púb1ico "7 
así se dice por ejemplo, que la modalidad no merma la esencia­
del derecho de propiedad ni el fondo de la misma, y que solo -
varía su forma o su ejercicio. (15) La misma doctora cita como 
casos de modalidades del derecho de propiedad la prohibici6n -
de vender a extranjeros tierras que se encuentren ubicadas den 
tro de las zonas prohibidas como son las fronteras y los litO:: 
rales del Pa~s. 

El concepto de modalidad impuesta a la propiedad priva­
da es de reciente uso relativamente, ya que se consigna en - -
nuestra Legislaci6n a partir de 1917. Al imponerse las mismas­
ª la prypiedad privada ya hicimos notar que se hace con el fin 
de que prevalezca el interés colectivo sobre el particular, es 
decir, actualmente el derecho de propiedad; o mejor dicho, la-. 
propiedad misma ya no se considera absoluta puesto que ésa mis 
ma propiedad debe llenar una función de carácter social. 

Las modalidades que existen en materia agraria se puede 
decir que son restricciones a los derechos de uso, de disfrute 
y de disposición de las cosas, por lo que la modalidad es de -
carácter general y abstracto, afectando a una generalidad en -
un cierto lugar y en un. determinado momento, imponiendo obliga 
ciones de hacer o de no hacer, mismas obligaciones que no tie= 
nen una contraprestación por parte del Estado que las impone. 

El Estado, al imponer modalidades a la propiedad priva-

(15) Martha Chávez de Velázquez.- El Derecho Agrario en Méxi~ 

co' 1964-
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da 1o hace en e1 sentido de control.ar l.a disposici6n de l.os -­
bienes que l.a constituyen, por-io que no dá 1ugar a pensarse -
de que con ésta imposici6n se coarte e1 derecho de propiedad,­
sino que por el. contrario se estab1ecen cuál.es pueden ser 1as­
circunstancias o requisitós que se deben 11enar para disfrutar 
de ese derecho para no perjudicar a l.a co1ectividad en el. ejer 
cicio del. mismo, con l.o cual. se l.ogra conci1iar e1 bienestar:: 
general. con el. particu1ar. 

El. artícu1o 27 surgi6 en el Congreso constituyente de -
1917, el. cual. fué convocado por Don Venustiano Carranza. el. 19-
de septiembre ,de 1916. 

En 1a e.xposici6n de motivos del. proyecto de Carranza se 
menciona "e1 art1cu1o 27 de l.a Constituci6n de 1857 facu1ta pa 
ra ocupar 1a propiedad de 1as personas sin el. consentimiento :: 
de el1as y previa indemnizaci6n, cuando así l.o exija 1a util.i­
dad públ.ica. Esta facu1tad es, a juicio del. gobierno de mi car 
go, suficiente para adquirir tierras y repartirlas en 1a forro'";; 
que estime conveniente entre el. pueb1o que quiera dedicarse a­
l.os trabajos agrícolas, fundando así la pequeña propiedad, que 
debe fomentarse a medida que l.as públ.icas necesidades 1o exi--
jan". (16) 

Pero este aspecto que trata el. mencionado proyecto, es-­
decir, e1 de la restituci6n o constituci6n de nuevos ejidos no 
quedaba 1o suficientemente establ.ecido o aíianzado en la Cons­
titución, pues sol.o descansaba en l.as íacul.tades de expropiar-­
tierras por parte del. Gobierno, sin establ.ecer en l.a misma un­
procedirniento másceficaz para cumpl.ir con 1a Reforma Agraria.­
Por eso hubo necesidad de desl.igarse del. proyecto enviado por­
e1 Primer Jefe, y se tuvo que el.aborar un nuevo proyecto de Ar 
tícul.o 27, para que quedaran cstabl.ecidas l.as bases l.egal.es s~ 

(16) Exposici6n de motivos del. proyecto Constitucional. del. Ar-
tícul.o 27 Constitucional.. Pág. 51. 
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bre las que descansaría la Reforma Agra:..•ia. Este nuevo artículo 
27 debería dejar satisfechos los principales idearios de 1a Re­
vo1uci6n de 1910 en materia social, como lo eran el Íracciona~ 
miento de los enormes~latifundios existentes para ir formando 
la pequeña propiedad, la dotación a los pueblos de tierras, -
aguas y montes para constituir los ejidos y crean nuevos cen­
tros de población agrícola. 

El 24 de enero de 1917 se formuló una iniciativa por un­
grupo de diputados, la cual habiéndose discutido y aprobado en­
el Congreso Constit~yénte· pasó a ser el Artículo 27 Constitucio 
nal. 

La comisión que dictaminó sobre el mencionado artículo,­
que es sin duda uno de los más importantes y trascendentales en 
la Constituci6n Política de 1917, tom6 en cuenta la necesidad -
del desarrollo de la pequeña propiedad y del respeto a la misma, 
así como la fijaci6n en cada Estado o Territorio de~la exten- -
sión de tierra de que podría ser dueño de un solo i~dividuo o -­
sociedad legalmente constituida, debiendo ser fraccionado el ex 
cedente de la tierra por el propietario en los plazos señalado;¡ 
por las propias leyes locales, debiendo también dicho propieta­
rio poner a la venta las íracciones resultantes para que fueran 
adquiridas por particulares. En este último aspecto la comisión 
dictaminadora consideró que la tierra era casi la única fuente­
de riqueza y que por lo tanto estando acaparada en pocas manos, 
los dueños de la misma tenían un poder casi omnipotente, consti 
tuyendo constantemente un escollo para el desarrollo del País.:: 
y, sobre todo, para el desenvolvimiento de la clase campesina. 

La intervenci6n de la comisión dictaminadora del a:rt-ícu­
lo que venimos comentando ;fué definitiva, ya que se pretendía -
eludir la cuestión agraria en el seno del Congreso de Querétaro 
en toda su problemática y se pretendía por los mismo dejar su -
regulación jurídica a legislaciones posteriores. 
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Angel c,,;.so ·dice: "para entender cuál era la especie de­
propiedad que el constituyente deseaba establecer veamos lo ~ 
que dice la iniciativa del 27: El proyecto que nosotros formu­
lamos, reconoce las tres clases de derechos territoriales y -­
verdaderamente existentes en el País: la de la propiedad priva 
da plena que puede tener sus dos ramas o sea la individual y = 
la colectiva, la de la propiedad privada restringida de las -­
corporaciones o comunidades de pob1aci6n dueños de tierras y -
aguas poseídas en comunidad; y la de las posesiones de hecho,­
cualquiera que sean sus motivos y su condición ••• " (17) 

El Constituyente de 1917 propugnó siempre por una pro-­
piedad en común, transitoria, que llegara a constituir con el­
tiempo la propiedad privada, con las limitaciones adecuadas p~ 
ra así evitar que se volviera a la creación de la propiedad en 
común y de los latifundios. 

Por eso Luis Cabrera ~ el discurso que el l3 de diciem 
bre de 1912 pronunció en la -Cámara de Diputados subrayó la ne:: 
cesidad de dotar y restituir tierras al campesino, allí mencio 
n6 el ilustre revolucionario: "Dos factores hay que tener en = 
consideración: la tierra y el hombre; la tierra de cuya pose-­
sión vamos a tratar, y los hombres a quienes debemos procurar-­
dar tierras", por eso propuso: "tomar la tierra de donde la ha 
ya para reconstruir los ejidos de los pueblos". 

Hasta ese entonces nadie había planteado el proolema en 
forma tan clara y precisa, por lo que podemos decir que este -
discurso es el antecedente inmediato a la Ley preconstitucio-­
nal expedida por Carranza el ó de enero de 1915 en Verecruz y­
como es de suponerse o mejor dicho, como es de verse, el prin­
cipal proyectista fué el propio Licenciado Cabrera. 

Esta Ley a su vez, es el antecedente del artículo 27 

(17) Derecho Agrario.- Angel Caso, Edic. 1950 Págs. 149-150 
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Constituciona1 que como ya sabemos inicia 1a Reforma Agraria y 

crea en nuestro País los tipos conocidos de tenencia de la tie 
rra, que son 1a pequeña propiedad, c1 ejido y 1a propiedad ce;;: 
muna1. Instituciones estas que son la síntesis de 1as corrien­
tes ideo16gicas de1 Norte, del Centro y de1 Sur de 1a Repúb1i­
ca y que convergieron en la 1ucha revolucionaria habiéndolas -
don Venustiano Carranza recogido y respetado. 

Podemos decir que el artículo 27 Constituciona1 consa-­
gra una de 1as principa1es garantías sociales destinadas a pro 
mover la superaci6n y salvaguar<la de los campesinos en c~so d';;' 
que ellos formen grupos de menor capacidad econ6mica; el Art~~ 
cu1o 27 Constitucional significa una de las máximas aportaciO-::. 
nes 1ogradas por la Rcvoluci6n Mexicana para tratar de acabar-­
con 1as grandes desigua1dades econ6micas, sociales y cultura--
1es mediante la idea de dar a la propiedad, o a1 emp1eo de 1a­
tierra una funci6n de beneficio social. 

Los diputados constituyentes de 1917 estab1eciéron en -
e1 artículo 27 Constitucional, un principio jurídico fundamen­
ta1 que no ha11amos en los textos constitucionales promulgados 
con anterioridad a la carta de Querétaro. Tal principio consis 
te en afirmar que la propiedad de las tierras y de 1as aguas = 
comprendidas dentro dc1 territorio nacional corresponden orig~ 
nariamente a 1a Naci6n. 

De é1 se derivan dos consecuencias importantísimas, una 
es que el Estado a t·ravés de leyes ordinarias puede imponer a­
la propiedad privada las modalidades que ordene el interés pú­
blico, o sea se abandon6 e1 criterio que sostenía que la pro-­
piedad era un derecho absoluto establecido exclusivamente en 
beneficio de la propiedad, para conc1uír que su ejercicio si -
por una parte debeo: report·ar al dueño cierto provecho 7 por enci 
ma de éste se haya el interés de los demás hombres, es decir= 
de 1a sociedad, al que fundadamente se debe atender cuanto de­
reg1amentar la extensi6n y 1ímite del derecho de propiedad se-
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trate, o sea este nuevo concepto de propiedad establece que su 
ejercicio debe redundar en beneficio de todos. Con tal objeto­
el derecho de usar, disfrutar y disponer de un pedazo de tie-­
rra tiene como condición ante todo, atender a las necesidades-­
humanas buscando el beneficio social por encima del in1:erés -­
particular de cada persona. La otra consecuencia es que el le­
gislador constituyente puede fijar qué bienes pertenecen di:rec 
tamente a la Naci6n y así el Congreso de Querétaro sostuvo qu;­
esta tenía el domi.nio directo sobre determinadas zonas entre -
ellas el subsuelo, y por tanto de todas las riquezas que encie 
rra, por lo que podemos observar que los diputados constituye~ 
tes que redactaron el p ro::¡.•ccto de es le artículo presididos po'"; 
el Ingeniero Pastor Rouaix, apartándose de la tradición jurídi 
ca nacional y de las doctrinas liberales asentaron un nuevo _::: 
concepto de la propiedad, aunque subsista la propiedad privada 
como derivada de la originaria y otorgaron a favor de la Na- -
ci6n el dominio directo de aquéllos bienes cuya explotación es 
timaron que debía hacerse a favor de todo el pueblo de México= 
en forma tal, que el aprovechamiento, conservaci6n y distribu­
ción equitativa de .la riqueza pública son regulados por el Es­
tado. 

Para el logro de las proposiciones anteriores el artícu 
lo 27 Constitucional contiene disposiciones que fundamentalme~ 
te pueden reducirse a los siguientes tres temas: la propiedad­
de la Nación, modalidades y prohibiciones a la propiedad priv~ 
da. 

La Nación ha tenido y tiene el dominio original sobre -
las tierras y aguas comprendidas dentro de su territorio y pue 
de constituir la propiedad privada en atención al interés pú-= 
blico social. El Estado está facultado para imponer al derecho 
de propiedad a través de la Ley, las modalidades que dicte el­
interés público y así tenemos como ejemplo de modalidad impués 
ta al derecho de propiedad, la prohibición absoluta de vender-
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bienes inmuebles a los extranjeros dentro de detenninadas za-­
nas, la prohibici6n de arrendar, vender o gravar tierras ejida 
les, la expropiaci6n de bienes propj.edacl de los particulares = 
por causa de utilidad pública, para la realizaci6n de obras de 
carácter público o de beneficio social y mediante el pago ele -
la correspondiente indemnizaci6n. 

Prohibir o limitar el ejercicio del derecho de propie-­
dad a detenninadas personas físicas, morales y extranjeros, 
corporaciones, asociaciones y sociedades que detenninan las -
fracciones de l:?. I a la VI inclu.s.ivc 7 del párra1~o séptimo del.­
Artículo 27 Constit·ucional. 

Los tres temas se reducen en realidad a dos, siendo el­
primero la Reforma Agraria. El artículo 27 sienta las bases de 
la Refonna Agraria, dirigir y realizar el anhelo de que el cam 
pesino tenga el disfrute de la tierra que trabaja. Los cauce~ 
constitucionales para este propósito son, la desaparici6n del­
latifundio, antiguo sistema creador de grandes desigualdades -
econ6micas, sociales y culturales en la vida rural mexicana; 
el establecimiento de 1 Ími t·es a la pequeña propiedad, y el ab­
soluto respeto e inafectabilidad para ella; la restituci6n de­
tierras a los núcleos de población que de hecho o por derecho-­
guarden el estado comunal otorgándoles capacidad jurídica para 
disfrutarlas. La entrega de tierras a los núcleos de poblaci6n 
carentes de ellas seña1ando la superficie mínima de la unidad­
de dotación a fin de que sea suíiciente para el sostenimiento­
de la fami1ia campesina. La constitución de autoridades agra-­
rias y ejidales y las bases de1 proceso 1egal para llevar a ca 
bo la Reforma Agraria. 

La Refonna Agraria no so1o comprenden el reparto de las 
tierras, sj_no que debe también procurar al campesino medios p~ 
ra explotarlas y para que su labor sea económicamente más pro­
ductiva con e1 objeto de que así se eleven los niveles de vida 
de la clase rural. 
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La p1aneaci6n econ6mico social encuentra su fundamento­
en este artículo y constituye el segundo tema, ya que estable­
ce en favor de la Naci6n el derecho de regular el aprovecha- -
miento de los elementos naturales susceptibles de apropiaci6n­
para hacer una distribuci6n equitativa de la riqueza pública y 
para cuidar de su conservaci6n. (18) 

(l.8) Mexicano: Esta es tu Constituci6n, Cámara de Diputados 
del H. Congreso de la Uni6n XLVII. Legi.sl.atura 1968 
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Actua1mente rige la Ley Federal de Reforma Agraria de -
16 de marzo de 1971, misma que deroga e1 C6digo Agrario de 31-
de diciembre de 1942. 

Esta Ley en su Título Segundo del Libro Segundo se ocu­
pa del régimen de propiedad de los bienes ejidales y comunales 
y en el capítulo I del mismo Título se refiere a la propiedad­
de los núcleos de poblaci6n ejidales y comunales. 

El Artículo 51 de la Ley mencionada determina que "a -­
partir de la publicaci6n de la reso1uci6n presidencial en el -
"Diario Oficial" de la Federación, el núcleo de pob1aci6n eji­
da1 es propietario de las tierras y bienes que en la misma se-­
señale con las modalidades y regulaciones que esta Ley estable 
ce. La ejecuci6n de la reso1uci6n presidencial otorga al ejid~ 
propietario el carácter de poseedor, o se 10 confirma si el nú 
cleo disfrutaba de una posesión provisional". 

El análisis que podemos hacer de este artículo es el.si 
guiente: 

Anteriormente la propiedad del núcleo de poblaci6n eji­
da1 según el Artículo 130 del C6digo Agrario de 1942, se ini­
ciaba a partir de la diligencia de posesión definitiva, y se -
contemplaba según este artículo la dualidad de propietario y -
poseedor simultáneamente; actualmente a partir de la publica-­
ci6n de la rcsoluci6n presidencial en el Diario Oficial de 1a­
Federaci6n el núcleo de poblaci6n adquiere la propiedad de las 
tierras y bienes, y a partir de la ejecuci6n de dicha resolu­
ción presidencial el ejido siendo ya propietario adquiere el -
carácter de poseedor, o se le confirma dicha calidad si el nú­
cleo disfrutaba de posesión provisional. Como podemos notar, -
el carácter de poseedor del núcleo de población puede ser si-­
multáneo a la adqui.sición de las tierras y bienes o puede set'­
posterior a la misma. 

El Artículo 52 establece lo siguiente ''los derechos que 
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sobre bienes agrarios adquieren los núcleos de poblaci6n serán 

inalienables, imprescriptibles, inembargables e intrasmisibles 
y~por lo tanto no podrán, en ningún caso ni en forma alguna, -
enajenarse, cederse, transmiti.rse, arrendarse, hipotecarse o -

gravarse, en todo o en parte. Serán inexi ten tes las operacio­
nes, actos o contratos que se hayan ejecutado o que se preten­
den llevar a cabo en contravenci6n de este precepto". 

"Las tierras cultiva bles que de acuerdo con la Ley pue­
dan ser objeto de adjudicaci6n individual entre 1.os miembros -
del ejido, en ningún momento dejarán de ser propiedad del nú-­
cleo de pobl.aci6n ejidal. El. aprovechamiento individual., cuan­

do exista, termin;::irá al resolver.se, de acuerdo con 1a Ley, que 
1a explotaci6n debe .ser colectiva en beneficio de todos los in 
tegrantes del ejido y renacerá cuando ésta termine". 

"Las unidades de dotación y solares que haya..'"l pertenecí 
do a ejidatarios y resulten vacantes por ausencia de heredera=­

ºsucesor legal., quedarán a dispo.sici6n del. núcleo de pob1a­
ci6n correspondiente". 

''Est-e artículo es aplicable a los bienes que pertenecen 

a los núcleos de población que de hecho o por derecho guarden­
el. estado comunal.". 

Este artículo prcvce la inexist-encia de l.o.s actos jurí­

dicos que se hayan real.izado o se pretenden realizar sobre los 
derechos que sobre bienes agrarios han adquirido los núcl.eos 

de pobl.aei6n. La inalienabilidad, la imprescriptibilidad, la -
inembargabil.idad y la intransmisibilidad dejan de operar en -­
los siguient-es casos, conforme al artículo 2456 del C6digo Ci­
vil. que dice: "El propietario de un predio rústico debe culti­

varlo sin perjuicio de dejarlo descansar el tiempo que sea ne­

cesario para que no se agote su fertilidad. Si no lo cul.tiva,­
tiene la obl.igaci6n de darlo en arrendamiento o en aparcería,­
de acuerdo con- lo dispuesto por la Ley de Tierras Ociosas". Co 
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mo vemos en el C6digo Civil se contienen nonnas importantes 
que como mencionamos en el capítulo anterior regulan 1.a fun­
ción social. de 1.a propiedad privada. El. criterio 1.o confirma -
el. Art. 53 al. decretAr 1.a inexistencia de cualquier acto que -
tenga como consecuencia, privar total. o parcialmente de sus de 
rechos agrarios a 1.os núcl.eos de pobl.aci6n. 

Pero en materia ejidal debemos tener en cuenta 1.os artí 
culos 85, 86, 87.y 89 de la Ley Federal. de Reforma Agraria, -= 
que regl.amentan los supuestos de suspensi6n y privación de de­
rechos agrarios del. ejidatario, cuando por ejempl.o durante dos 
afios consecutivos o más fal.te a su obl.igaci6n de trabajar 1.a -
tierra persona1mente o con su famil.ia, o deje de real.izar por­
el. mismo lapso los trabajos que le correspondan, cuando se ha­
ya determinado la explotaci6n colectiva, o siembre o cul.tive -
estupefacientes. 

El. artículo 52 que venimos .comentando en el párrafo se­
gundo, establece el fraccionamiento del ejido ya que menciona­
que las tierras cultivables pueden ser objeto de adjudicación­
individual entre los miembros del. ejido conforme a 1.a Ley. Pe­
ro el. mismo párrafo nos menciona que el aprovechamiento indivi 
dual cuando éste exista, terminará cuando se resuelva con apO:: 
yo, en la misma Ley, que 1.a exp1otaci6n debe ser col.ectiva en­
beneficio de todos 1.os ejidatarios. Como se podrá notar 1.a ad­
judicaci6n individual. de que habl.a este párrafo se refiere al.­
usufructo sobre las tierras cultivables. 

El. párrafo tercero prcvcc la reversi6n de 1.as unidades­
de dotaci6n y solares que hayan pertenecido a ejidatarios a f~ 

vor del· núcl.eo de poblaci6n que es propietario de 1.os mismos,­
pero esta situaci6n está condicionada a que dichos bienes hu-­
ya.n quedado vacantes por ausencia de herederos o de sucesor 1.e· 
gítimo del cjidatario. 

El artículo 53 nos dice 1.o siguiente "son inex.istentes­
todos 1.os actos de particulares y todas las resol.uciones, de--
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cretos, acuerdos, leyes o cualesquiera actos de las autorida-­
des municipales, de los estados o federales, así como los de -
las autoridades judiciales, federales o del orden cómún, que -
hayan tenido o tengan por consecuencia privar total o parcial­
mente de sus derechos agrarios a los núcleos de poblaci6n, en­
contravenci6n a lo dispuesto por esta Ley". 

El comentario que podemos hacer de este artículo consis 
te en que sanciona con inexistencia todos los actos de las au= 
toridades ya sean locales o federales, en contravenci6n a la -
Ley, cuando se prive total o parcialmente a los núcleos de po­
blaci6n de sus derechos agrarios. En el Artículo 139 del C6di­
go Agrario de 1942, mencionaba que tales actos para no decla--­
rarlos inexistentes deberían estar expresamente autorizados -­
por ~icho C6digo. Actualmente el artículo que venimos mencie»---: 
nando establece en forma genérica que dicha .n~lidad existe en­
contravenci6n a lo dispuesto por la Ley Federal de Reforma - -
Agraria. 

Los artículos que acabamos de transcribir, así como el­
Artículo 55 que nos dice: "queda prohibida la celebraci6n de "" 
contratos de arrendamiento, aparcería.y, de cualquier acto ju­
rídico que tienda a la explotaci6n indirecta o por terceros de 
los terrenos· cjidales y comunales, con excepci6n de lo dispues 
to en el artículo ro"' establecen importantes reglas referen-= 
tes a la Consti tuci6n y defensa del patrimonio ejidal. 

El artículo 90 establece que "toda rcsoluci6n presiden­
cial dotatoria de tierras deberá determinar la constituci6n de 
la zona de urbanización ejidal, la que se localizará preferen­
temente en las tierras que no sean de labor. Cuando un poblado 
ejidal carezca de fundo legal constituido conforme a las leyes 
de la materia, o de zona de urbanizaci6n concedida por resolu­
ci6n agraria, y se asiente en terrenos ejidales, si el Depart_!! 
mento de Asuntos Agrarios y Colonizaci6n lo considera conve- -
nientemente localizado, deberá dictarse resoluci6n presiden~·-
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cia1 a efecto de que 1os terrenos ocupados por e1 caserío que­
den 1egalmente destinados a zona de urbanizaci6n". 

En este precepto se establece expresamente que todo eji 
do debe contar con una zona de urbanizaci6n que deberá locali= 
zarse en tierras que no sean de labor. Debemos hacer notar que 
este artfcülo usa la palabra "preierentemente", por lo que po­
demos decir que si el ejido carece, de la mencionada zona de -
urbanizaci6n ejidal o de fundo legal éstas podrán constituirse 
con nuevas tierras que se destinarán para tal eiecto. 

En apoyo de lo anterior, citaremos el artículo 223 de -
1a Ley Federal de Reforma Agraria que expresa: "Además de 1as­
tierras de cultivo o cultivables a que se refieren los artícu-
1os anteriores, las dotaciones ejidales comprenderán: 

II.- "La superficie necesaria para la zona de urbaniza­
ci6n"; por lo que es claro que aparte de las tierras de labor-­
o cultivables, de riego, de humedad, de temporal, de agostade­
ro, de monte o de cualquier otra clase distinta a la de labor, 
a los ejidos se les debería dotar de la zona necesaria para -­
constituir la zona de urbanizaci6n o el íundo legal, ya que si 
se tomaran de las tierras con las cuales se constituyeron di-­
chas ejidos sería de menoscabo de la soperficie de dotación. 

El Artículo 91 trata de la extensión de las zonas de ur 
banizaci6n que se determinará conforme a los requerimientos -...... 
reales al momento en que se constituya y previendo en forma 
prudente su futuro crecimiento. Será indispensable en todo ca­
so, justiíicar la necesidad efectiva de constituir la zona de­
urbanizaci6n para satisfacer ñecesidades propias de los campe­
sinos, y no la de los poblados o ciudades próximas a los eji-­
dos. 

Este artículo condiciona a que se justifique la necesi­
dad de ~os campesinos para que se determine la extensi6n de la 
zona de urbanización, excluyendo en forma total a los poblados 
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o ciudades que por su proximidad con los ejidos podrían benefi 

ciarse con la misma, pretendiéndose frenar con esta medida la= 

desmesurada especulaci6n que se ha venido haciendo con el va-­
lor de los terrenos ej:idalcs aledaños a las ciuclaclcs. 

El artículo 92 nos dice que "las zonas de urbanización­
.se deslindarán y :lraccionarán reservándose las: .super:licies pa­
ra los .scr,·icio.s públicos de la comunidad, ele acuerdo con los­
e.studio.s y proyectos que apruebe el Departamento de Asuntos -­
Agrarios y Colonizaci6n". 

En este artículo como es ele notarse se prevee la con.sti 
tución de los servicios públicos en bcnc:licio de la comunidad-; 
ya que actualmente se trata de erradicar la anarquía e irregu­
laridad en las zonas urbanas cjiclalcs que se ha ido :lormando 
respecto de los .servicios urbanísticos como de los servicios -
públicos. 

El Artículo 93 se re:licre a la constituci6n del patri~ 
nio de la íamilia, y establece que "todo ejidatario tiene de~ 
cho a recibir gratuitamente, como patrimonio :lamiliar, un so-­
lar en la zona de urbanización cuya asignación se hará por sor 
teo. La extensión del solar se determinará atendiendo a las c-;; 
racterí.stica.s, u.sos y costumbres de la rcgi6n para el estable= 
cimiento del hogar campe.sino, pero en ningún caso excederá de-

2,500 m2. Los .solares excedentes podrán .ser arrendados o cnaj~ 

nadas a personas que deseen avecindarse, pero en ningún caso -
se les permitirá adquirir derechos sobre más de un solar, y de 
berán ser mexicanos; dedicarse a ocupación útil a la comunidad 

y estarán obligados a contribuír para la realización de obras­
de beneficio social en :lavar de la comunidad." 

"El ejidatario o avecindado a quien se haya asignado un 

solar en la zona de urbanización y lo pierda o lo enajene no -

tendrá derecho de que .se le adjudique otro". 

Como mencionamos al principio de la transcripción de es 
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te artículo, en éste se contiene la constituci6n del patrimo-­
nio familiar y se deja a los usos y costumbres de la regi6n de 
terminar la extcnsi6n de dichos solares, y al mismo tiempo se=. 
establece la extensi6n máxima que contendrán dichos solares. 
También podemos hacer notar que confonne al C6digo Civil el pa 
trimonio de la familj_a no puede enajenarse ni gravarse por 10:: 
que cabe mencionar que en esta materia dicha limitaci6n tiene­
aplicaci6n. 

Al mismo tiempo para que la misma surta sus efectos, d.=_ 
berá constar por escrito y además inscribirse en el Registro -
Pu'blico de la Propiedad, por lo que se deduce que solo recaerá 
sobre bienes inmuebles, o sea la casa habitaci6n y la tierra. 

Per:Ó en este mismo artículo también se prevee la situa­
ci6n de que de los solares excedentes puedan enajenarse o - -­
arrendarse a personas extrafias al ejido que como dice el artí­
culo deseen avecindarse en el mismo, pero condicionado tanto -
el arrendamiento como la enajenaci6n a que en ningún caso se -
puedan adquirir derechos sobre más de un solar y debiendo ser­
los adquirientes o arrendatarios de nacionalidad mexicana, de­
dicarse a actividades útiles o que beneficien a la comunidad y 
obligarse al mismo tiempo a contribuir a la rcalizaci6n de - -
obras de beneficio social a favor del conglomerado. 

En el último párrafo del artículo que estarnos comentan­
do se sanciona al ejidatario o avecindado a quien se haya asig 
nado un solar a no adquirir otro si lo pierde o lo enajena. C~ 
mo se ve en este último párrafo se trata de evitar el comercio 
con los solares por los ejidatarios y particulares. 

Pasando al comentario del artículo 96, éste nos dice lo 
siguiente: "el comprador de un solar adquirirá el pleno domi-­
nio al cubrir totalmente el precio, siempre que haya construi­
do casa y habitado en ella durante cuatro afies, transcurrido -
desde la fecha en que hubiese tomado posesi6n legal del solar, 
salvo el caso de fuer-¿a mayor. El plazo máximo para el pago de 
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solares urbanos vendidos a quienes no sean ejidatarios será de 
cinco años". 

Este artículo contiene tres condiciones para que la pro 
piedad sea plena a favo~ del adquirente. El primero como es d-;;" 
notarse, es que se haya pagado el precio de venta, el segundo­
que haya construido casa, y el tercero que haya sido habitada-
1a misma, durante cuatro años transcurridos desde la fecha en­
que se tomó posesi6n legal del solar, teniendo como cxcepción­
esta última condición, el caso de fuerza mayor. En este artícu 
10 no se distingue expresamenre entre ejidat-ario y particular'";" 
peru pensamos que su aplicación se refiere a los segundos ya 
que como vimos en el artículo 93 anteriormente comentado, al 
ejidatario se le adjudica gratuitamente el solar urbano para 
constituir el patrimonio familiar, y el mismo artículo se re-­
fiere a los solares excedentes como únicos susceptibles de ser 
arrendados o enajenados a terceros. 

El mismo artículo 96 no dice si los cuatro años trans-
curridos deberán ser sucesivos y solamente condiciona el trans 
curso de los mismos desde la fecha de la toma de posesión le-= 
gal del solar. El último párrafo de éste artículo establece un 
plazo máximo de cinco años para que los particulares paguen el 
precio de -,,·enta. 

El artículo 97 dice: "deberán respetarse los derechos -
sobre los solares y casas que legítimamente hayan adquirido -­
personas que no formen parte del ejido, siempre que la fecha -
de adquisición sea anterior a la de la resolución presiden- -­
cia1". 

En est-e artículo debemos en-tender en nuestra opinión, -
que la adquisici6n de derechos sobre solares y casas por parti 
cu1ares debe ser anterior a la resolución presidencial que - = 
cre6 la zona de urbanización del ejido. Pero ya vimos en el ar 
tícu1o 51 que a partir de la publicación de la resolución pre= 
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sidencia1 en e1 "Diario Oficia1" de 1a Federaci6n, e1 núc1eo -
de pob1aci6n ejida1 es propietario de 1as tierras y bienes que 
en 1a misma se seña1e. También vimos en c1 artícu1o 52 que 1os 
derechos que sobre bienes agrarios adquieren 1os núc1eos de po 
b1aci6n serán ina1ienab1es, imprescriptibles, inembargab1es e= 
intransmisibles siendo por tanto inexistentes 1as operaciones, 
actos o contratos que se hayan ejecutado o que se pretenden --
11evar a cabo en contravenci6n de este artículo. E1 mismo art-í 
cu1o nos menciona que d :ichos derechos no podrán en ningún cas-;; 
ni en forma a1guna, enajenarse, cederse, transmitirse, arren-­
darse, hipotecarse o gravarse, en todo o en parte por 1o que -
podemos conc1uír con este comentario que dichas adquisiciones­
son inexistentes conforme a 1os artícu1os mencionados anterior 
mente, sa1vo 1os casos de1 Art. 7ó, en e1 cua1 se oreveen 1o~ 
modos indirectos en e1 trabajo de 1a tierra. 

En el artícu1o 99 notamos e1 caso de reversi6n de 1a -­
propiedad a favor de1 núcleo de pob1aci6n correspondiente, ya­
que dicho artícu1o dice: "el solar que el ejidatario haya ad-­
qui::-ido, que quede vacante por f"alta de heredero o sucesor le­
ga1, volverá a la propiedad del núcleo de poblaci6n correspon­
diente, para que la Asamblea General lo adjudique a campesinos 
que carezcan de él, de conf"ormidad con el artícu1o 72 de esta­
Ley". 

El artículo 130 es un artículo nuevo en la Ley Federal­
de Reforma Agraria y nos dice lo siguiente: "1os ejidos provi­
siona1es o definitivos y las comunidades podrán explotarse, en 
forma individual o colectiva. La explotaci6n colectiva de todo 
un ejido solo podrá ser acordada o rcvoéada por el Presiden;_e­
de la República, previa elaboraci6n de los estudios técnicos -
necesarios por el Departamento de Asuntos Agrarios y Co1oniza­
ci6n; en todo caso deberá mediar solicitud de los núcleos inte 
resadas aprobada en Asamblea General por las dos terceras par­
tes de sus integrantes con excepci6n de los casos a que se re-
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Como se puede desprender de 1a lectura de este artículo 
solo la explotación colectiva estab1ecida en una resolución -­
presidencial únicamente podrá ser acordada o revocada por el -
Presidente de 1a República. Este artículo presenta ésa innova­
ción y se piensa que será de gran utilidad y beneficio para -­
los ejidatarios, en raz6n de los intentos de organizarse en em 
presas de mayor o menor magnitud. Este artículo condiciona qu°';; 
1a so1icitud sea aprobada por la Asamb1ea Genera1 de ejidata~ 
rios. 

El régimen jurídico a que se encuentra sometida 1a pro­
piedad agraria en particular respecto de los campesinos, pre-­
senta ciertas características específicas en cuan o a su regu-
1ación, ya que como lo prevee la Ley de Reforma Agraria, 1os -
ejidatarios en particu1ar tendrán los derechos que proporcio-­
nalmente les correspondan para explotar y aprovechar los diver 
sos bienes ejidales, antes de que se efectúe el fraccionamien:: 
to de1 ejido y se haga la adjudicación de parcelas. También po 
drán determinar la forma de organización y de trabajo que se :: 
adopte en el ejido, y respetándoseles la posesión de las supe¿: 
ficies que les hayan correspondido al efectuarse e1 reparto ~ 
provisional de 1as tierras cu1tivables. Una vez realizado e1 -
fraccionamiento de las tierras de labor, los derechos y obliga 
ciones ejida1es sobre éstas pasarán, con las limitaciones que:: 
1a Ley establece, a los ejidararios·en cuyo favor se adjudi--­
quen las pa rce1as. 

Pero e1 ejidatario cuyos derechos individuales hayan si 
do reconocidos perderá la preferencia que- se le había otorgad-; 
si en el término de tres meses transcurridos desde la distr~b~ 
ción privisional o definitiva no tomare posesiónr·de las tie- -
rras de cultivo que le han sido asignadas. La sanci6n que se -
establece para esta si tuaci6n es de que dicha unidad de dota-­
ci6n se adjudicará a otro campesino por la Asamblea General si 
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guiendo 1as reg1as estab1ecidas en 1a propia Ley Federal de Re 
fonna Agraria. 

Este mismo criterio se seguirá en el caso de que un eJi 
datario no concurra a participar en la explotación colectiva = 
del ejido siendo en este caso el plazo de seis meses contados­
ª partir de la fecha de iniciación de las labores agrícolas. -
Este mismo plazo se otorga en el caso de nuevos centros de po­
blación. 

El ejidatario acreditará sus derechos con el respectivo 
certificado de derechos agrarios, no importando la forma de ex 
plotaci6n que se adoptó en el ejido y dichos certificados deb-;;' 
rán ser expedidos por el Departamento de Asuntos Agrarios y Co 
lonización ahora Secretaría de la Reforma Agraria, dentro del= 
plazo de seis meses contados a partir de la depuración censal­
correspondiente. 

Los derechos del ejidatario sobre la unidad de dotación 
y en general, los que le correspondan sobre los bienes del eji 
do a que pertenezca no poórán ser embargados y no podrán enaj~ 
narse ni gravarse por ningún concepto, siendo inexistentes los 
actos que se realicen contraviniendo la Ley. 

Estos derechos no podrán ser objeto de contratos de - -
aparcería, arrendamiento o cualesquiera otros actos que impli­
quen la explotación indirecta o por terceros, ni podrán em- -
plearse trabajadores asalariados, con excepción de los casos -
previstos en el artículo 76 de la Ley Federal de Reforma Agra­
ria y que son: 

I. Mujer con familia a su cargo, incapacitada para tra­
bajar directamente la tierra, por sus 1abores domésticas y la­
atención de los hijos menores que de ella dependan, siempre -­
que vivan en e1 núcleo de población; 

II. Menores de 16 años que hayan heredado 1os derechos-
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de un ejidatario; 

III. Incapacitados; 

IV. Cultivos o labores que el ejidatario no pueda rea­
lizar oportunamente aunque dedique todo su tiempo y esfuerzo. 

Las autorizaciones para los casos de excepci6n antes -­
mencionados, deberán ser solicitadas por los interesados a 1a­
Asamb1ea General, la cual deberá extenderlas por escrito y por 
el plazo de un año, comprobándose previamente la excepci6n in­
yocada. 

Estos son los medios indirectos de trabajo de la tierra. 

Para concluir con la exposici6n de este capítulo mencio 
naremos que conforme al artículo 89 de la Ley de la materia ~ 
que la suspensi6n de los derechos de un ejidatario solo podrá­
decretarse por resolución de la Comisi6n Agraria Mixta, y la -
privaci6n definitiva de estos derechos deberá ser resuelta por 
el Presidente de la República. Anteriormente quien aplicaba es 
ta sanción era la Secretaría de Agricultura y Ganadería y ac_:::­
tualmente se distingue entre suspénsión temporal y privaci6n,_: 
definitiva como ya ha quedado mencionado. 



CAPITULO CUARTO 

A) M:>DIFICACION QUE SE PROPONE AL ARTICULO 27 
CONSTITUCIONAL 

\ 
Aná1isis parcia1 de su texto. 
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La :reivindicación agraria que contiene el artículo 27 -
constitucional, al reconocer los derechos que sobre la tierra­
tiene el campesinado desposeído por el latifundismo, marca el­
inicio de dotar al campesino de una necesidad económica que -­
hasta ese momento carecía de ella, es decir, lo dota de poder-­
adquisitivo para así incorporarlo al mercado nacional. De ahí­
que se tome la tierra de los latifundistas ya que no existía -
la misma en otra parte. 

El artículo 27 const i.tucional ordena en forma expresa -
el fraccionamiento de los latifundios, para que la riqueza - -
agraria se distribuya en forma equitativa, protegiendo al mis­
mo tiempo en forma mu:y· especial a la pequeña propiedad. 

Este artículo establece el régimen jurídico de la pro-­
piedad territorial y de los recursos naturales, estableciendo-­
también la concepción del derecho de propiedad territorial y -
el derecho de propiedad privada, las fórmulas sobre el proble­
ma agrario existente, las restricciones a ciertas personas pa­
ra adquirir tierras y el régimen de aguas. Los aspectos ante.s­
mencionados serán enfocados en nuestro estudio ya que se rela­
cionan estrechamente con el problema agrario. 

Las fórmulas anteriormente mencionadas no terminan des­
de luego de un tajo con los problemas que se produjeron en ésa 
época, ya que se plantearon como un sistema a seguir para ir -
solucionando paulat·inamentoe tales problemas. 

En tal virtud se producen las reformas al artículo 27 
de la Constitución de 1917 en los años de 1934, 1937, 1945 y 
1947, reformas estas desde luego de eminente carácter agrario-­
y obedeciendo tales reformas a la influencia de experiencias -
que fueron configurando la Reforma Agraria. 

Es sabido que el punto de partida del artículo 27 obje­
to de nuestro comentario, lo constituye la Ley de 6 de enero -
de 1915, misma que legislativamente vierte casi todo su conte-
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nido en el mencionado artículo. 

La Ley Agraria de 1915 nace en la época azarosa de gue­
rra éiVil que vivía el país y cuya paterriidad se atribµye al -
Licenciado Luis Cabrera, quién la sustent6 mediante un vigoro­
so discurso describiendo las condiciones econ6micas y sociales 
de la masa campesj.na y abogaba por la reconstituci6n de los -
ejidos de los pueblos. (19) 

"Esta Ley aunque no tuvo ap1icaci6n extensa debido al -
estado de guerra mencionado, se ap1ic6 durante los primeros -
afies del gobierno de Carranza sirviendo de base jurídica para­
la distribuci6n de 132,639 hectáreas entre 59,848 beneficia- -
dos. La Ley de 1915 concretó varias soluciones inmediatas acer 
tadas pero se rcscnt ía de vacíos notorios y aún de errores qu-;;' 
bien prontco su vigencia destacaría". (20) 

En el constituyente de 1917 se plantea toda la gama de­
problernas que presenta el problema agrario, por lo que tom6 co 
rno base el derecho de propiedad para integrar el artículo 27.-

En el proyecto que se presenta por Carranza, se repetía 
el texto del artículo 27 de la carta de 1857 y sus reformas de 
1873 y 1901, por lo que se ratificaba el derecho a la propie-­
dad privada, respetándola con la única 1irnitaci6n de 1a expro­
piaci6n o la ocupaci6n por causn ele utilidad pública y median­
te la correspondiente y previa indemnizaci6n. También reglarnen 
taba las limitaciones de la propiedad en lo referente a las _::: 
corporaciones religiosas, las instituciones de beneficencia, -
de sociedades civiles, comerciales y empresas bancarias. En el 

(19) Silva Herzog Jesús, Breve Historia de la Revo1uci6n Mexi-
cana, 6a. Ed. México: Fondo de Cultura Econ6mica 1969, 
Tomo II. ~ __ 

(20) Humberto E. Ricord, Introducci6n jurídica a la Refonna 
Agraria Mexicana, México 1972. 
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mencionado proyecto se hace menci6n al uso común de terrenos -
ejida1es ya que decía: "Los ejidos de los pueblos, ya sea que­
los hubieren conservado posteriormente a la Ley de Desamortiza 
ci6n, ya que se les restituyan. o que se les den nuevos, canfor 
me a las leyes, se disfrutarán en común por sus habitantes, en 
tre tanto se reparten conforme a la ley que al efecto se ex.pi= 
da". 

El proyecto de Carranza seguía diciendo: ''El artículo -
27 de la Constituci6n de 1857 faculta para ocupar la propiedad 
de las personas sin el consentimiento de ellas y previa indem­
nizaci6n cuando así lo exiga la utilidad pública. Esta facul-­
tad es, a juicio del gobierno a mi cargo, suficiente para ad-­
quirir tierras y repartirlas en la forma que se estime conve-­
niente entre el pueblo que quiera dedicarse a los trabajos - -
agrícolas, fundando así la pequeña propiedad, que debe fomen-­
tarse a medida que las públicas necesidades lo exigan". (21.) 

El Congreso Constituyente de 191.7, estaba integrado por 
lideres militares y civiles que acaúaban de colocarse mediante 
el movimiento armado. Desde luego ellos conocían a fondo el -­
problema de la tierra, ya que habían experimentado la exp1ota­
ci6n desmedida de los recursos natural.es que se 11ev6 a cabo -
durante el profiriato. Por todo 1o anteriormente mencionado -­
era de esperarse que el constituyente de Querétaro no pasara -
por alto el problema que venía afrontando el país desde hacía­
muchos años, o sea el problema agrario. 

Las soluciones que se van a <lar al problema agrario por 
el constituyente de 1.91. 7, van a depender de los grupos socia-­
les que dominarán dentro de la asamblea y de 1as fuerzas que -
presionarán desde afuera. 

El constituyente de 1.91.7 formula una base jurídica que­

(21) Leyes Fundamentales de México.- Felipe Tena Ramírez, 1964 
Segunda Edici6n. 
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permitiera enfrentarse a 1a necesidad de conceder tierras a 
los pueb1os y a 1os campesinos, por e11o principia e1 artícu1o 
27 constituciona1 diciendo: "La propiedad de 1as tierras y - -
aguas comprendidas dentro de 1os 1ímites de1 territor:io nacio­
na1 corresponde originariamente a la Naci6n, 1a cual ha tenido 
y tiene el derecho de transmitir el dominio de e11as a los pa!: 
ticula:res, constituyendo 1a propiedad privada". 

Es decir, se va a partir de este supuesto para ir crean 
do la propiedad particular, estableciendo el. principio jurídi= 
co de la propiedad originaria de tierras y aguas a1 Estado, a1 
efecto de derivar dicha propiedad privada de 1a titularidad -­
de1 Estado. 

Los conceptos de propiedad privada y propiedad que con­
signa el. artícu1o 27, se fundan en el 11amado derecho de pro-­
piedad, en 1a instituci6n de 1a propiedad privada, que a tra-­
vés de 1a historia ha sido calificada de individua1, compren-­
diéndose dentro de ésta l.os bienes mueb1es e inmueb1es 

De l.a exposici6n somera que hemos hecho de 1a génesis 
del a.rtícu1o 27 constituciona1, pasaremos ahora a tratar 1as 
fracciones correspondientes del mencionado artículo y que se 
re1acionan desde luego con e1 tema de esta tesis, para así de­
sembocar a 1as modificaciones que se proponen en este trabajo. 

El párrafo fina1 de l.a fracci6n tercera dice: "Los nú-­
c1eos de pob1aci6n que carezcan de tierras y aguas, o no las -
tengan en cantidad suficiente para l.as necesidades de su pob1a 
ci6n, tendrán derecho a que se 1es dote de e1las, tomándolas -
de 1as propiedades inmediatas, respetando siempre la pequeña -
propiedad agríco1a en explotaci6n''. 

Es de observarse que en el. párrafo transcrito se trata­
el caso de que un pueblo carezca de tierras y a.guas, o no 1a..s­
tuvie~-e en cantidad suficiente, reconociéndo1e el derecho a 1a 
dotaci6n de 1as mismas. 
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La fracci6n décima nos habla de: "Los núcleos de pob1a­
ci6n que carezcan de ejidos o que no puedan lograr su restitu­
ci6n por falta de títulos, por imposibilidad de identificar- -
los, o porque legalmente hubieren sido enajenados, serán dota­
dos con tierras y aguas suficientes para constituírlos, canfor 
me a las necesidades de su poblaci6n, sin que en ningún caso -
deje de concedérseles 1.a extensi6n que necesiten, y al efecto­
se expropiará, por cuenta del Gobierno Federal, el terreno que 
baste a ese fin, tomándolo del que se encuentre inmediato al -
de los pueblos interesados". 

En esta fracci6n décima observemos que se refiere a los 
pueblos que carezcan de ejidos o que no puedan lograr su resti 
tuci6n y a que serán dotados con tierras y aguas suficientes = 
para constituírlos. 

De las dos últimas fracciones transcritas podemos decir 
que la parte final de la fracci6n tercera establece en forma -
genérica el derecho de los pueblos, a ser dotados de tierras y 

aguas y, en cambio la fracci6n décima trata el caso muy parti­
cular de los pueblos que no pueden lograr que se les res ti tu-­
yan sus ejidos por titulación defectuosa, o porque ya hubieren 
sido legalmente enajenados, es decir, la parte final de la - -
fracci6n tercei·a contempla una situaci6n de carácter general o 
amplia y la fracción décima ~ontempla una situaci6n específica 
concreta. 

Lucio Mendieta y Nuñez, al respecto nos dice que: "Como 
ya antes el propio artículo 27, en su párrafo tercero, estable 
ce que los pueblos que necesiten tierras, tienen derecho a ser 
dotados de ella, es claro que el ejido a que se refiere la - -
fracci6n X no puede estar constituido por esas tierras y enton 
ces ese ejido no puede ser otro que el colonial". (22) 

(22) El Sistema Agrario Constitucional, pág. 128 y 129. 
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La tesis anterior es atacada en el. sentido de que en 
l.os trabajos preparatorios de l.a reforma constitucional. de - -
1934 ·no figurara, que se hubiera pensado en revivir el. ejido -
colonial, ya que la mencionada reforma empl.ea l.a pal.abra e ji-­
dos en distintas fracciones del artículo 27 que comentamos. -­
Además en l.as reíormas de 34 ya se había estructurado en forma 
pl.ena, en l.a práctica y en la legislación agraria del país, l.a 
institución del eji.do como una nueva expresión jurídica, sin -
relación directa con el ejido colonial o el ejido que se inten 
tó restituir o reconstituir .según la Ley de () de enero de 191S. 

La pal.abra ejido que se usa hasta las re.formas de 1934-
es l.a de dotación de tierras y aguas a l.os núcl.eos de pobl.a- -
ci6n. 

La fracción XV establece la inafectabil.idad por ningún­
motivo de l.a pequeña propiedad agrícol.a o ganadera, pero en es 
ta fracción no se precisa l.a natural.eza jurídica ni l.a exten-­
si6n territorial que debe tener, l. imitando únicamente el. con-­
cepto insertándole que debía ser agrícol.a en expl.otación. 

En l.a fracción XVI se establece que: ''Las tierras que 
deban ser objeto de adjudicación individual. deberán fraccionar 
se precisamente en el. momento de ejecutar las resoluciones pr~ 
sidencial.es, conforme a l.as l.eyes reglamentarias". Esta írac-­
c:ión debe su introducción en el. texto del. artículo 27 en unión 
de otros que hemos mencionado anteriormente a l.a reforma del. -
año 1934, situación ésta que se estimó útil cl.asiíicar en for­
ma constitucional.. 

Así l.a modificación que se propone por el. autor de este 
modesto trabajo, al. texto del Art. 27 Constitucional. estará la 
inalienabilidad, la inembargabil.idad, l.a imprescriptibil.idad y 
l.a intra:nsmisibil.idad respecto de l.os bienes de propiedad eji­
dal. y comunal., ya que siendo características tan importantes y 

fundamentales de l.a propiedad agraria, deben elevarse a l.a ca­
tegoría o rango constitucional., y no estar previstas en una --



68 

1ey de carácter secundar1o como 1o es 1a Ley Federa1 de Ref or­
ma .Agrar1a. 
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CONCLUSIONES. 

a) En e1 México preco1onia1 coexistieron diversas fori;-­
mas de propiedad respecto de 1a tierra, perfectamente diferen­
ciadas, con características definidas, regídas por normas de -
derecho consuetudinario; 

b) Dentro de esas formas de propiedad de 1a tierra des­
taca por su importancia, tanto como por su organización socio­
-económica, así como por 1a importante función social. que te-·­
nia asignada, "e1 Ca1pu11i'!, institución que al.gunos autores,­
asemejan a1 ejido actual.; 

c) ~·EiCal.pul.l.i", era una propiedad común que no se po­
día enajena?, cuyo goce podía ser transmitido a 1os hijos o a-
1os herederos y debía estar en exp1otaci6n; 

d) Con l.a conquista se desarro11aron nuevas institucio­
nes, diviéndose 1a propiedad territoria1 en individua1 o comu­
nal. o de l.os pueb1os, que vinieron junto con el. despojo 11ama­
do "derecho de conquista" a destruir 1a organización agraria y 
socia1 de 1os pueb1os preco1ombinos; 

e) La organización agraria impl.antada por l.os conquista 
dores propició durante e1 col.oniaje, c1 dcsarro11o de1 1atifu:;;: 
dismo, no obstante l.a expedición de numerosas l.eyes como 1as :: 
de Indias, nacidas como pretendida protección para l.os vencí-­
dos y que sol.o fecundaron el. feuda1ismo en l.as tierras de l.a -
Nueva España; 

f) La injusta distribución de l.a propiedad territorial.­
originó guerras sangrientas, como 1a de Independencia y 1a de-­
Reforma, movimiento socia1 mexicano éste úl.timo que cu1minó -­
con 1a expedición de diversos ordenamientos entre 1os que por­
su importancia señal.amos l.a Ley de Desamortización de Bienes -
de1 Cl.ero y l.a Ley de Naciona1ización, que no obstante l.o dog-

/ mático de sus principios, no cump1icron con su cometido por di 



versas causas; 

g) El porfiriato signific6 para nuestro país el naci­
miento de una nueva casta o clase social, cuya estructura fue­
atacada por el gran movimiento social mexicano de 1910; con la 
expedici6n de la Ley de 6 de Enero de 1915, numerosos ordena~ 
mientos que le siguieron tuvieron como finalidad instituir la­
seguridad jurídica en la tenencia de la tierra en cualquiera -
de sus formas; 

h) En la prólífica cvoluci6n legislativa a partir de la 
Ley de 6 de enero de 1915, se considcr6 conveniente imponerle­
ª la propiedad modalidades, como principio de garantía, como -
aconteci6 al promulgarse la Ley del Patrimonio Parcelario Eji­
dal de 1925, ordenamiento que cstableci6 por primera vez el ~ 
principio de que la propiedad ejidal no puede ser embargable,­
no pueae enajenarse, ni transmitirse; 

i) La legislaci6n agraria debe mantenerse esencialmente 
dinámica, y estar en constante ajuste con la realidad socio- -
econ6mica del país; 

j) El Artículo 27 constitucional reconoce el principio-­
de la propiedad como 1unci6n social, y sent6 las bases de nues 
tra Reforma Agraria actual, cuyas metas más importantes son i;; 
dudablemente el derecho de los núcleos de poblaci6n rural de = 
ser dotados de tierras y aguas en cantidades suficientes para­
consti tuír ejidos; 

k) Tanto los Códigos Agrarios de 1934, 1940 y 1942 como 
la Ley Federal de Reforma Agraria de 1971, contienen el princi 
pio de que los derechos que sobre los bienes agrarios adquie-= 
ren los núcleos de poblaci6n, son inalienables, imprescripti-­
bles, inembargables e intransmitibles; 

l) En el texto del Artículo 27 constitucional no se de­
fine lo que debe entenderse por pequeña propiedad o por ejido, 
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sin embargo a la primera se le rodea de toda clase de garan- -
tías, exigiéndoselc a todo tipo de autoridades respeto irres-­
tricto a la misma, lo que no sucede en cambio en lo que se re­
fiere a los derechos que se constituyen en :favor de los nú- -­
cleos de población; 

m) Como un principio de seguridad jurídica en la tenen­
cia de la tierra, nos aventuramos a proponer se reforme el ar­
tículo 27 constitucional con la :finalidad de incorporar en su­
texto, elevándolos a la categoría de norma constitucional, los 
derechos individuales y colectivos de los núcleos de población 
ejidal • con inclusi6n de las modalidades y limitaciones a ta-­
les derechos; 

n) Las reformas que se proponen al texto del artículo -
27 constitucional, son las siguientes: 

Proyecto de Decreto: 
Artículo lo.~ Se adiciona el párrafo tercero del artícu 

lo 27 de la Constituci6n Política de los Estados Unidos Mexica 
nos en los términos siguientes: 

''La Nación tendrá en todo tiempo el derecho de imponer-­
a la propiedad privada las modalidades que dicte el interés pú 
blico, así como el de regular el aprovechamiento de los eleme~ 
tos naturales susceptibles de apropiación, para hacer una dis­
tribución equitativa de la riqueza pública y para cuidar de su 
conservación. Con este objeto, se dictarán las medidas necesa­
rias para el :fraccionamiento de los latifundios; para el desa­
rrollo de la pequeña propiedad agrícola en explotación; para -
la. creación de nuevos centros de población agrícola con las -­
tierras y aguas que les sean indispensables; para el :fomento -
de la agricultura y para evitar la destrucción de los elemen­
tos naturales y los daños que la propiedad pueda sufrir en per 
juicio de la sociedad. Los núcleos de población que carezcan= 
de tierras y aguas, o no las tengan en cantidad suficiente pa­
ra las necesidades de su población, tendrán derecho a que se -
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1es dote de e11as, tomándo1as de 1as propiedades inmediatas, 
respetando siempre la pequeña propiedad agrícola en exp1ota­
ci6n". 

''Los derechos que sobre bienes agrarios adquieran los -
núc1e..os de pob1aci6n, sean ejidales o comuna1es, serán ina1ie­
nab1es, imprescriptibles, inembargables e intransmisibles. Así 
mismo, dichos derechos no podrán en forma alguna enajenarse, 
cederse, transmitirse, arrendarse, hipotecarse o gravarse en -
todo o en parte". 

"La misma regla será aplicable a 1a zona de urbaniza- -
ci6n". 

"La Ley reglamentaria determinará los casos en que por­
excepci6n la propiedad ejidal o comuna1 pueda ser transmitida­
º explotada por terceros". 

Artícu1o 2o.- "Se reforma el texto de 1a f"racci6n X de1 
artículo 27 de la Constitóci6n Po1ítica de 1os Estados Unidos­
Mexicanos para quedar redactada en los términos siguientes: 
Los núc1eos de pob1aci6n ejidal beneficiados por una reso1u- -
ción presidencia1, a partir de la fecha de publ.icaci6n en e1 -
"Diario Oficial" de la Federaci6n de 1a resol.uci6n presiden--
cial dotatoria correspondiente, serán propietarios y poseedo-­
res de l.as tierras, aguas, montes y pastos que en la misma se­
señalen con las moda1idades y limitaciones ya- indicadas". 

"A partir de1 momento de l.a adjudicaci6n individua1 de-
1as tierras de cultivo, o desde que se reconozca el derecho a­
participar en 1-a expl.otaci6n co1ectiYa de un ejido, 1.os benefi 
ciados adquieren su derecho como ejidatario con todos 1os bene 
ficios a que tengan derecho". 

"Los derechos individual.es de 1os ejidatarios sobre 1os 
bienes ejidales, son los siguientes: 

a) A la unidad de dotaci6n o de parce1a antes de que se 



73 

efectúe el fraccionamiento de las tierras de cultivo; o bien,­
ª que se le garantice plenamente tal derecho en el caso de que 
se opte por la explotaci6n colectiva del ejido, 

La superficie o unidad individual de dotaci.ón no deberá 
ser en lo sucesivo menor de diez hectáreas de terrenos de rie­
go o humedad, o a fa)ta de ellos, de sus equivalentes en otras 
clases de tierras, en los términos del párrafo III de la frac­
ci6n X.V de este artículo, 

b) Al uso y disfrute de la parcela, una vez que se haya 
realizado el fraccionamiento de las tierras de labor y a pe~ 
tarla por otra; 

e) A participar en el aprovechamiento de los bienes de­
uso común (agostadero y terrenos forestales) de acuerdo con el 
reglamento interior del ejido o comunidad; 

d) A recibir corno·pa-t:rirnonió de· familia un solar en la­
~uperficie- que sea asignada para la zona de urbanizaciqn; 

e) A designar heredero que le suceda en sus derechos co 
mo ejidatario, con las limitaciones que la Ley Agraria impone, 

f) A rentar la parcela cuando esté incapacitado para -­
trabajarla, siempre con el pleno consentimiento de la Asamblea 
General de Ejidatarios: 

"Los núcleos de población ejidal y los ejidatarios en -
lo individual, no podrán ser molestados por ninguna autoridad, 
en sus derechos al uso y disfrute de los bienes ejidales. La -
suspensión, la det.erminará 1.a Asamblea General de Ejidatarios­
y siempre que se compruebe que el ejidatario ha abandonado su­
parcela durante un año, no participe con su trabajo en el caso 
de que la explotaci6n sea colectiva, o se niegue a cumplir con 
la determinaci6n de la Asamblea General, en lo relativo a los-
trabajos de beneficio común, 
que se siembre en su parcela, 

así como por sembrar o permitir 
mariguana, amapola o cualquier -
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otro estupefaciente. La suspensi6n en estos casos, abarcará un 
cic1o agríco1a". 

''La privaci6n de 1os derechos individua1es de los ejida 
tarios, solo podrá decretarse por reso1uci6n presidencial y -= 
siempre que los campesinos hayan dejado de trabajar personal~ 
mente o con su familia su parcela, o no participen en la explo 
taci6n colectiva durante dos años consecutivos, sin causa ju~ 
tificada. Lo mismo sucederá a quienes habienao adquirido dere­
chos por sucesi6n, no cumplan durante un año con las obligacio 
nes econ6micas a que qued6 obligado; a quienes destinen los -= 
bienes ejidales a fines ilícitos; acaparen la poscsi6n o bene­
ficQos de otras unidades de dotación o bien, sean sentenciados 
y condenados por sembrar o permitir que se siembre en su parce 
1a, mariguana, amapola o cualquier otro estupefaciente. La ún'I 
ca excepci6n a este principio, la constituye los derechos que­
adquiere el ejidatario en 1a zana de urbanizaci6n". 

"La Ley Reglamentaria especificará 1os requisitos y 1a­
forma en que el ejidatario hará uso de sus derechos; así como­
e1 procedimiento para la suspensi6n o privaci6n de los mismos". 

"Los derechos de propiedad que adquieran los núcleos de 
pob1ación y los campesinos en lo individual, sobre los bienes­
ejidales serán inalienables, imprescriptibles, inembargables e 
intransmisibles, y por lo tanto, no podrán en ninguna forma -­
enajenarse, cederse, transmitirse, arrendarse, hipotecarse o -
gravarse en todo o en parte, siendo inexistentes las operacio­
nes, actos o contratos que se hayan ejecutado o pretendan 11e­
varse a cabo en contravenci6n a estas normas, con la única ex­
cepción de los derechos que se adquieran en la zona de urbani­
zación". 

''El principio anterior, se aplicará también a los bi~ 
nes pertenecientes a los núcleos de pob1aci6n que estando suj.=_ 
tos a1 régimen comuna1, hayan optado por el. sistema ejidal". 
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"Los núc1eos de pob1aci6n que carezcan de ejidos o que­
no puedan. 1ograr su restituci6n por fa1ta de títu1os, por impo 
sibi1idad de identificar1os, o porque 1ega1mente hubieren sid";;' 
enajenados, serán dotados con tierras y aguas suficientes para 
constituír1os, conforme a 1as necesidades de su pob1aci6n, sin 
que en ningún caso deje de concedérseles 1a extensi6n que nece 
siten, y a1 efecto se expropiará, por cuenta de1 Gobierno Fede 
ral, e1 terreno que baste a ese fin, tomándolo de1 que se en-­
cuentre inmediato a 1os pueb1os interesados". 
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